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EXP. 50/2021-3. 


	APELACIÓN:**********/2022/SS-3.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/3.

	ACTOR: **********. 

	AUTORIDADES DEMANDADAS Y RECURRENTES: 1. CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 2) DIRECCIÓN DE RESPONSABILIDADES E INCONFORMIDADES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, ACTUALMENTE DIRECCIÓN DE ******************** Y ÉTICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 3) LICENCIADO **********, NOTIFICADOR HABILITADO DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO, 4) LICENCIADO **********, NOTIFICADOR HABILITADO DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO, 5) LICENCIADA ********** NOTIFICADORA HABILITADA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO.**********
MAGISTRADO:**********CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGAN.

SECRETARIA:

TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiuno de febrero de dos mil veintitrés.

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS-3, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por ********** en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado y en representación del Contralor General del Estado, de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, ahora Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, así como de los Notificadores habilitados de la Contraloría General del Estado, en contra de la resolución de dieciséis de agosto de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, al resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021/3, turnados a esta Sala Superior el dieciocho de octubre de dos mil veintidós, mediante oficio **********, signado por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos preciados en el considerando sexto de esta sentencia [...]”

II.- Inconforme con la referida determinación, ********** en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado y en representación del Contralor General del Estado, de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, ahora Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, así como de los Notificadores habilitados de la Contraloría General del Estado, interpuso recurso de apelación por escrito presentado el siete de octubre de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en ésta Sala Superior el dieciocho del mismo mes y año; atendiendo a que por auto de once de octubre del presente año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación con las copias que adjuntó el recurrente, así como los autos del expediente **********/2021-3.

III.- Por acuerdo de diecinueve de octubre de dos mil veintidós
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2022/SS-3 y se ordenó notificar a la parte actora **********,**********para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- El siete de noviembre de dos mil veintidós
, con fundamento en los artículos 223 y 229, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo por desistida a ********** del recurso de apelación, interpuesto  en su nombre, como Notificadora Habilitada de la Contraloría General del Estado, por lo que en dicho auto, se sobreseyó en cuanto a dicha funcionaria; por tanto, sólo se procederá al estudio del recurso, respecto de las diversas autoridades apelantes.

V.- Asimismo, el siete de noviembre del año en curso, se certificó que ********** no desahogó la vista en el término que se le concedió y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo en el Estado
, se citó para resolver el recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. 
Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 8, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.
c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

De los citados artículos se obtiene que la litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación. Por tratarse de una cuestión de orden público, ésta Sala Superior, examinará, en primer lugar, la legitimación de quien interpone el recurso de apelación, con apoyo en el criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P.LIV/90, del rubro y texto siguientes:

“REVISIÓN. LA LEGITIMACIÓN Y PERSONALIDAD DE QUIEN INTERPONE ESTE RECURSO, DEBE EXAMINARSE DE OFICIO. El Tribunal ad quem, al resolver la procedencia de un recurso de revisión debe estudiar, de oficio, si quien promueve tiene personalidad para interponerlo, puesto que es de orden público en el juicio de garantías analizar si quien lo interpuso es parte o tiene personalidad acreditada, en particular en los amparos contra leyes en donde el artículo 87 de la Ley de la materia establece expresamente que sólo podrán interponer el recurso de revisión las autoridades responsables encargadas de su promulgación o quienes las representen”.

En el caso, el recurso se hace valer por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado por sí y en representación del Contralor General del Estado, de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, ahora Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, así como de los Notificadores habilitados de la Contraloría General del Estado, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 4, fracción III, incisos a), b) y d), 7, 14, fracciones XII, XIII y XIV y 16, fracciones I y II, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, preceptos que en la parte que interesa, prescriben lo siguiente:

“ARTÍCULO 4º. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Contraloría contará con las siguientes unidades administrativas:

[…]

III. La Dirección General de legalidad e Integridad Pública, de la que a su vez dependen:

a) La Dirección Jurídica y de Contrataciones Públicas; 

b) La Dirección de Responsabilidades y Ética Pública; 

[…]

d) Notificadores.”

“ARTÍCULO 7º. La representación legal, trámite y resolución de los asuntos de la competencia de la Contraloría, corresponden originalmente al Contralor, quien para la distribución y desarrollo del trabajo contará con las unidades administrativas establecidas en el presente Reglamento. 

El Contralor podrá delegar sus atribuciones en servidores públicos subalternos, mediante acuerdo u oficio, sin perjuicio de su ejercicio directo.”

“ARTÍCULO 14. Corresponde a las y los titulares de las Direcciones Generales, el ejercicio de las siguientes atribuciones y facultades de carácter general:

[…]

XII: Ejercer en su caso, las atribuciones y funciones de las Direcciones de Área que dependen de la Dirección General a su cargo;

XIII. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus funciones, así como los concernientes a los asuntos que les sean delegados o les correspondan por suplencia; 

XIV. Expedir, cuando así proceda, certificaciones de los documentos y constancias existentes en la Dirección General a su cargo; […]”

“ARTÍCULO 16. Corresponde a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, el ejercicio de las siguientes atribuciones:

 l. Representar legalmente al Contralor y a las unidades administrativas de la Contraloría ante todo tipo de autoridades, por sí o a través del titular del área jurídica a su cargo;

II. Contestar y dar seguimiento a las demandas que se formulen en contra de la Contraloría ante los tribunales judiciales o administrativos, estatales o federales, en coordinación con las unidades administrativas involucradas; […]”

En este sentido, en cuanto al tema de la legitimación para interponer el recurso de apelación, el artículo 220
, del Código Procesal Administrativo del Estado, señala que la representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables.

Conforme a lo anterior, el presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ********** en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, autoridad legitimada acorde al artículo 16, fracción I, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, para la representación del Contralor General del Estado y para representar a los Notificadores habilitados de la Contraloría General del Estado
, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 4, fracción III, inciso d), del citado ordenamiento, ya que estos dependen de la Dirección de Legalidad e Integridad Pública.

Además, se advierte que ********** en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, acreditó su personalidad conforme a lo establecido por el artículo 220, último párrafo, del Código de la materia, ya que exhibió copia certificada del nombramiento expedido en su favor por **********, Oficial Mayor del Estado en San Luis Potosí.
Apoya lo considerado, en la parte que interesa la jurisprudencia 2a./J. 46/2003, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que indica: 

“REVISIÓN FISCAL. LOS TITULARES DE LOS ÓRGANOS INTERNOS DE CONTROL DE LAS DEPENDENCIAS, ÓRGANOS DESCONCENTRADOS, PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, ASÍ COMO LOS DE LAS ÁREAS DE AUDITORÍA, QUEJAS Y RESPONSABILIDADES DE TALES ÓRGANOS, CARECEN DE LEGITIMACIÓN PROCESAL PARA INTERPONERLA.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 59/2001 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, diciembre de 2001, página 321, así como de las consideraciones en las cuales se sustentó, se desprende que el recurso de revisión fiscal se instituyó como un mecanismo de defensa excepcional en favor de las autoridades demandadas en el juicio de nulidad que obtuvieron un fallo adverso, cuya procedencia está condicionada a la satisfacción de ciertos requisitos formales como el relativo a la legitimación, en tanto que, en un principio, ésta se otorgó al titular de la Secretaría de Estado, Departamento Administrativo u Organismo Descentralizado a que el asunto correspondiera y no a la propia autoridad que dictó la resolución impugnada y, posteriormente, con motivo de las reformas constitucionales acaecidas en 1987, dicha legitimación se le dio a la unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de las indicadas Secretarías de Estado, Departamentos Administrativos y Organismos Descentralizados, por ser la que cuenta con el personal y los elementos necesarios para que el citado medio de impugnación se interponga con la formalidad que requieren los asuntos respectivos a fin de asegurar la adecuada defensa de dichas autoridades. Atento lo antes expuesto, los titulares de los órganos internos de control de las dependencias, órganos desconcentrados, Procuraduría General de la República y entidades de la administración pública federal, así como de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades, carecen de legitimación procesal para interponer el recurso citado, pues aun cuando en términos de lo previsto en el artículo 37, fracción XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, se encuentran facultados para defender las resoluciones que emitan ante las diversas instancias jurisdiccionales en representación del titular de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, de la cual dependen jerárquica y funcionalmente, por disposición expresa de la ley que las regula, el órgano facultado para interponer toda clase de recursos y medios de impugnación en los juicios en que dicha secretaría sea parte, es su Unidad de Asuntos Jurídicos, lo cual es acorde con lo que dispone el artículo 248 del Código Fiscal de la Federación, en cuanto señala que las autoridades podrán impugnar, a través de la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica, las resoluciones emitidas por las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que les sean adversas.”

Ahora bien, acorde a lo dispuesto por el artículo 230, fracción II, inciso a)
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los Notificadores habilitados, tienen el carácter de autoridad demandada ejecutora, ya que se trata de una entidad a quien de conformidad con lo dispuesto por el artículo 33
, fracción I, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, le corresponde practicar las notificaciones, emplazamientos, citaciones y cualquier tipo de diligencia o trámite, para hacer del conocimiento de los interesados los acuerdos y resoluciones emitidos en los asuntos competencia de las unidades administrativas de la Dirección General, y en este supuesto, su posición en el esquema materia de litis es de subalterna o identificada como una entidad subordinada respecto de otra; es decir, tiene una relación de dependencia en relación con la orden o mandato que le precede y sin posibilidad de inmiscuirse en las atribuciones propias de su superior.

En otros términos, la actuación y deberes del notificador como ente ejecutor, se encuentran supeditados a lo que le encomiende el Contralor General o Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado.

Por ese motivo, es que la autoridad ejecutora tiene legitimación limitada para controvertir las determinaciones cuya repercusión se actualice o configure sólo por vicios propios de sus actos o deberes, pues de este modo se evita que alguna ejecutora asuma la defensa de cuestiones ajenas a sus facultades, con lo cual, a su vez, se cumple con el principio de legalidad.

Al respecto, no pasa desapercibido para este Tribunal de Alzada, que como ya se dijo, los notificadores habilitados al ser autoridades demandadas ejecutoras, su legitimación para ejercer su derecho de defensa, está acotada a controvertir los actos u omisiones con incidencia en detrimento del ejercicio de sus facultades; sin embargo, en el juicio contencioso de origen, se advierte que sí se esgrimieron agravios para combatir la encomienda de éstos, en específico las notificaciones de la resolución emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce y del auto dictado el mismo día, que ordenó la notificación por cédula, de la resolución pronunciada dentro del expediente de Responsabilidad Administrativa **********; es decir, por vicios propios, motivo por el cual en el caso sometido a estudio, sí se encuentran legitimados para instar el recurso de apelación, sólo en lo referente a los vicios propios analizados de sus actos o deberes.

Sirve de apoyo a lo anterior, en la parte que interesa la tesis aislada I.18o.A.90 A (10a.), del Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que indica:
“REVISIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA. LA AUTORIDAD DEMANDADA QUE SÓLO TIENE EL CARÁCTER DE EJECUTORA EN EL JUICIO DE ORIGEN CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER DICHO RECURSO, CUANDO LA NULIDAD DECRETADA SE REFIERA ÚNICAMENTE A VICIOS PROPIOS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA [LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL (ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO) ABROGADA]. El recurso de revisión contenciosa administrativa, como instrumento procesal para revisar la legalidad de las resoluciones dictadas por la Sala Superior del otrora Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), previsto en el primer párrafo del artículo 140 de su ley orgánica abrogada, está condicionado, entre otros prepuestos procesales, a la existencia de un agravio concreto que la resolución cuestionada ocasione a la autoridad inconforme; de no demostrarse dicho perjuicio, no podrá interponerse válidamente. En consecuencia, la autoridad demandada que sólo tiene el carácter de ejecutora en el juicio de origen, carece de legitimación para interponer ese medio extraordinario de defensa, cuando la nulidad decretada se refiera únicamente a vicios propios de la resolución impugnada (no a los actos de ejecución) pues, en esas circunstancias, no le irroga perjuicio.”

De ahí, que en el caso, el recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la parte recurrente, por oficio el trece de septiembre de dos mil veintidós
, por lo que dicha notificación surtió efectos el catorce del mismo mes y año, de manera que el plazo de interposición transcurrió del diecinueve de septiembre al siete de octubre de la presente anualidad; sin contar los días veinticuatro y veinticinco de septiembre, así como uno y dos de octubre del año actual, por ser inhábiles, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo; por lo que si el recurso de apelación se presentó el siete de octubre de dos mil veintidós, se patentiza se interpuso oportunamente.

QUINTO.- Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por ********** en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado y en representación del Contralor General del Estado, de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, ahora Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, así como de los Notificadores habilitados de la Contraloría General del Estado, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales, resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas.
En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en la sentencia de dieciséis de agosto de dos mil veintidós
, se determinó la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, consistente en la resolución emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce, dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa ********** por el Contralor General del Estado; en virtud, de que la Sala Resolutora, consideró que se actualizaba en beneficio del actor, la figura jurídica de la prescripción de las facultades de la autoridad demandada para sancionarlo, al haber transcurrido en exceso el término de tres años para imponerle sanciones, conforme a lo señalado por el numeral 81, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente a la fecha de la comisión de las conductas investigadas.

De lo anterior se advierte que los actos originalmente impugnados fueron emitidos dentro del procedimiento administrativo de responsabilidades **********, por lo que este asunto trata de responsabilidades administrativas.

En ese aspecto, se debe atender a lo dispuesto por el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí vigente; pues es la ley aplicable en razón de la naturaleza del acto impugnado y en virtud de que debe aplicarse la norma vigente al momento de actualizarse el supuesto respectivo, al ser de carácter procesal; es decir, el precepto que se debe aplicar, es el que se encuentre vigente al momento de recurrir la resolución que cause perjuicio; determinación ésta, que se toma a las luces de la ejecutoria emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 246/2013, en la que a la luz de las teorías de derechos adquiridos y componentes de la norma, determinó que por regla general cuando se trata de una norma procesal, por su naturaleza, se actualiza conforme se van sucediendo las distintas etapas del procedimiento, con tal de que no se afecten derechos adquiridos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, XLIX/2009, que indica: 

“NORMAS PROCESALES. SON APLICABLES LAS VIGENTES AL MOMENTO DE LLEVARSE A CABO LA ACTUACIÓN RELATIVA, POR LO QUE NO PUEDE ALEGARSE SU APLICACIÓN RETROACTIVA. Tratándose de normas procesales, las partes no adquieren el derecho a que la contienda judicial en la que intervienen se tramite al tenor de las reglas del procedimiento en vigor al momento en que haya nacido el acto jurídico origen del litigio, ni al de las vigentes cuando el juicio inicie, toda vez que los derechos emanados de tales normas nacen del procedimiento mismo y se agotan en cada etapa, de ahí que cada una de sus fases se rija por la regla vigente al momento en que se desarrolla, excepto en los casos en que en el decreto de reformas relativo se hayan establecido disposiciones expresas sobre su aplicación en otro sentido. En consecuencia, cuando se trata de normas de carácter adjetivo no puede alegarse la aplicación retroactiva de la ley, proscrita en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Ahora bien, el precepto 217 idem, es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Al respecto, de la interpretación armónica de los artículos 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, se desprende que el Código Procesal Administrativo para el Estado, remite expresamente, tratándose de resoluciones en materia de responsabilidad administrativa, a la propia ley de la materia, esto es la Ley de Responsabilidad Administrativa para el Estado, la cual a su vez establece que procede el recurso de apelación en contra de resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias en materia de responsabilidad administrativa. Bajo ese contexto normativo, es inconcuso que la resolución impugnada, admite el presente recurso de apelación, de acuerdo a lo establecido en la legislación aplicable.

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior, la contradicción de tesis PC.X.J/19 A (10ª), entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito, con residencia en Villahermosa, Tabasco y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa de Enríquez, Veracruz; el cual es del tenor siguiente: 

“MEDIOS DE IMPUGNACIÓN CONSIGNADOS EN LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE TABASCO. DEBEN AGOTARSE CONFORME A LA NORMA VIGENTE AL MOMENTO DE SU INTERPOSICIÓN, TRATÁNDOSE DE UN JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO INICIADO BAJO LA VIGENCIA DE LA LEY ABROGADA. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar la procedencia de los medios de impugnación procedentes en un juicio contencioso administrativo del Estado de Tabasco iniciado bajo la vigencia de la ley abrogada, discreparon sobre la aplicación de la vigente Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco o de la abrogada.

Criterio jurídico: El Pleno del Décimo Circuito determina que los medios de impugnación consignados en la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco deben agotarse conforme a la norma vigente al momento de su interposición, esto es, la publicada en el Periódico Oficial local el 15 de julio de 2017, a pesar de que el juicio contencioso administrativo concluido se hubiese sustentado en la ley abrogada.

Justificación: De acuerdo con las teorías de los derechos adquiridos y la de los componentes de la norma, en las cuales se ha apoyado la Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar la vigencia de las leyes en el tiempo, las facultades y cargas procesales de las partes se concretan en la etapa para la cual están previstas, de suerte que mientras no se actualice el supuesto normativo, el derecho no se ha adquirido sino sólo constituye una expectativa de derecho, y si la norma cambia antes de llegar a la etapa correspondiente, una vez actualizada ésta debe regir la nueva norma, y lo mismo puede sostenerse bajo la teoría de los componentes de la norma, porque hasta que el procedimiento llega a cierta etapa tiene lugar el supuesto y, por tanto, también su consecuencia. En ese sentido, la norma aplicable para determinar la procedencia de los recursos que prevé la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco debe ser la vigente al momento de actualizarse el supuesto respectivo, al ser de carácter procesal, es decir, cuando llegue el momento de recurrir el acuerdo, resolución o sentencia. Sin que se actualicen los supuestos de excepción a esa norma general, en razón de que la hoy abrogada Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Tabasco, vigente hasta el 15 de julio de 2017, no establecía que durante la tramitación del juicio se pudiera interponer de manera preventiva algún medio de impugnación, de ahí que las partes no adquirieron facultad o derecho en esa etapa, y además, porque en los artículos transitorios de la legislación en vigor, en particular el segundo, no se dispuso norma expresa de aplicación en otro sentido.”

Ahora bien, no pasa desapercibido que la parte promovente en su escrito formula agravios relativos a la procedencia del recurso de apelación; sin embargo, como se dijo en párrafos arriba, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente, la procedencia del recurso debe ser examinada de oficio, independientemente de si la parte apelante precisó o no el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual ésta Sala Superior debe superar tal inexactitud.

Se cita en apoyo a lo anterior, por analogía los siguientes criterios:

“REVISIÓN FISCAL. EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU PROCEDENCIA DEBE HACERSE AUNQUE LA AUTORIDAD RECURRENTE NO EXPRESE ARGUMENTOS PARA UBICAR EL RECURSO EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SALVO QUE SE TRATE DEL DE SU FRACCIÓN II. Conforme a las jurisprudencias 2a./J. 45/2001 y 2a./J. 193/2007 de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión fiscal debe examinarla el Tribunal Colegiado de Circuito de oficio, independientemente de que si la autoridad inconforme precisó o no el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual ese órgano jurisdiccional debe superar tal inexactitud. En este tenor, en un avance progresivo sobre lo sostenido en dichos criterios, el indicado estudio oficioso debe hacerse aunque no se expresen argumentos para ubicar el recurso en alguno de los supuestos del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, salvo que se trate del de su fracción II, caso en el cual el legislador obligó a la recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto para efectos de la admisión del recurso, en el entendido de que cuando el órgano jurisdiccional federal estime que el asunto procede por ubicarse en alguno de los otros postulados establecidos en el numeral referido, debe fundamentar la procedencia y realizar el análisis relativo; sin embargo, cuando advierta que el asunto no se ubica en alguno de los supuestos de procedencia del indicado precepto legal, no necesariamente debe exponer las razones por las cuales el asunto no se sitúa en cada uno de los establecidos por el legislador, pues la falta de pronunciamiento expreso es indicativa de que no se actualizó alguna de las premisas de procedencia del dispositivo legal.”

“REVISIÓN FISCAL. SU PROCEDENCIA DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO, CON INDEPENDENCIA DE QUE LA AUTORIDAD INCONFORME PRECISE O NO LA O LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 248 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE CONSIDERE QUE SE ACTUALIZAN EN EL CASO. Si se toma en consideración, por un lado, que conforme a lo dispuesto en el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las reglas establecidas en la Ley de Amparo para el trámite del recurso de revisión en amparo indirecto son aplicables al de la revisión prevista en el diverso 248 del Código Fiscal de la Federación en todo lo que no sea incompatible con su naturaleza y, por otro, que el examen oficioso de la procedencia de aquel recurso, en términos de lo dispuesto en los artículos 90, primer párrafo, en relación con el 73, in fine, de la citada ley, no lo es, resulta inconcuso que es válido que dicho estudio se haga en la revisión fiscal, pues el mencionado numeral 248 no condiciona el análisis de su procedencia, al hecho de que la autoridad recurrente señale específicamente la hipótesis que considere aplicable; sin embargo, debe destacarse que dicho estudio no puede hacerse de oficio en la hipótesis prevista en la fracción II del precepto citado, pues en este caso el legislador obliga a la autoridad recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto, para efectos de la admisión del recurso.”

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por la apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de las actuaciones que integran el sumario, mismas que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.

1. Presentación de demanda. Por escrito recibido el veinte de enero de dos mil veintiuno, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, **********, por su propio derecho, demandó del Contralor General del Estado, Dirección de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, actualmente Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado y los notificadores habilitados de la Contraloría, la nulidad por ilegalidad de la notificación por cédula, de la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, emitida dentro del procedimiento de responsabilidad **********, así como sus consecuencias y la resolución referida, señalando textualmente los siguientes actos: 

“a).- ACUERDO ADMINISTRATIVO de 15 de mayo de 2014, dictado por la Licenciada **********, Directora de Responsabilidades e Inconformidades, de la Contraloría General del Estado.

b).- RAZONES de fechas 16 de mayo de 2014, levantadas por el Licenciado **********, Abogado Adscrito a la Dirección del Registro y Auditoria Patrimonial y habilitado para realizar notificaciones de la Contraloría General del Estado, a través de las cuales pretendió Notificar el proveído 15 de mayo de 2014, dictado en el Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********. 

c).- ACUERDO ADMINISTRATIVO de fecha 16 de Mayo de 2014, emitido por la Licenciada **********, Directora de Responsabilidades e Inconformidades del Órgano Estatal de Control, mediante la cual ordenó notificar al suscrito el Acuerdo de 15 de Mayo de 2014, por medio de cédula y lista, fijada en los Estrados de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades del Órgano Estatal de Control. 

d).- RAZONES de fechas 19 de Mayo de 2014, levantadas por el Licenciado **********, al través (sic) de las cuales aparentemente Notificó mediante Lista el acuerdo de 16 de Mayo de 2014 y por Cédula, el proveído de 15 de Mayo de 2014. 

e).- ACTA ADMINISTRATIVA de 20 de Mayo de 2014, a través de la cual se hizo constar la continuación de la Audiencia de Ley del suscrito en mi calidad de Ex Supervisor de Obra del Instituto de la Vivienda del Estado, dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********, levantada por la Licenciada **********, Directora de Responsabilidades e Inconformidades del Órgano Estatal de Control. 

f).- RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA de fecha 22 de mayo de 2014, dictada por el Contralor General del Estado dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********, instaurado en contra de otros así como del suscrito, al través de la cual se resolvió imponerme una sanción económica e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público. 

g).- ACTAS del 23 de Mayo de 2014, levantadas por la Lic. **********, Notificador Habilitada por la Contraloría General del Estado. 

h).- ACUERDO ADMINISTRATIVO de fecha 23 de Mayo de 2014, emitido por la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, mediante la cual ordenó notificar al suscrito los puntos Resolutivos de la resolución de 22 de Mayo de 2014, por medio de cédula fijada en los Estrados de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades del Órgano Estatal de Control. 

i).- RAZONES de fechas 23 y 24 de Mayo de 2014, levantada por el Lic. **********, al través de la cual pretendió Notificar mediante Cédula de Notificación, el contenido íntegro de la Resolución Administrativa de 22 de Mayo de 2014 y proveído de 23 de Mayo de 2014, dictado dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********. […]”

2. Admisión. Mediante auto de dos de marzo de dos mil veintiuno
, la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandadas, para que produjeran su contestación.

3. Contestación de demanda. Por auto de dos de agosto de dos mil veintiuno
, se tuvo a **********, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, por si y en representación de las autoridades demandadas, por contestando la demanda; la Tercera Sala Unitaria, admitió las pruebas ofrecidas por las partes; además, otorgó al actor el plazo de diez días hábiles, a fin de que pudiera ampliar su demanda, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 242 del Código Procesal Administrativo para el Estado, al actualizarse el supuesto establecido en la fracción V, del artículo 237
, del citado código.

4. Precluido el derecho de ampliación de demanda. Por acuerdo de cinco de noviembre de dos mil veintiuno
, se tuvo a la parte actora por precluido su derecho de ampliar su demanda y se fijaron las nueve horas del tres de diciembre de dos mil veintiuno para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia.

5. Audiencia de ley. Finalmente el tres de diciembre de dos mil veintiuno
, se desahogaron las pruebas ofrecidas por las partes; se dio cuenta con los alegatos de la demandada y con la circunstancia de que la parte actora no formuló manifestaciones y se citó para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021-3.
6. Emisión de sentencia. Mediante resolución de dieciséis de agosto de dos mil veintidós
 la Tercera Sala Unitaria consideró que respecto de las notificaciones realizadas dentro del procedimiento de responsabilidades ********** el veintitrés de mayo de dos mil catorce, con el fin de informar la resolución emitida por el Contralor del Estado en dicho procedimiento; el veintidós del mismo mes y año, así como el acuerdo dictado el veintitrés de mayo de dos mil catorce, el cual la ordenó mediante cédula, respecto de la resolución referida, resultaron ilegales, medularmente por no haberse verificado de conformidad con lo dispuesto por el Título Segundo, Capítulo V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, vigente a la fecha de la comisión de las conductas investigadas.

Lo anterior, en razón de que se debieron ordenar tales diligencias por cédula, sólo en el caso de que la persona buscada no se localizara ni se le conociera; sin embargo, en el caso sometido a estudio, si bien no se localizó a la persona buscada, sí se conocía en dicho domicilio al litigante, lo cual se advierte de las razones de veintitrés de mayo de dos mil catorce, en las que se asentó que la primera vez que se constituyó el Notificador habilitado, siendo las doce horas con treinta minutos, una persona con la que se entrevistó le dijo conocer al licenciado **********, pero le indicó que en ese momento no se encontraba en el domicilio y en la segunda ocasión que se constituyó el Notificador habilitado, siendo las catorce horas con cuarenta minutos, de la misma data, nadie atendió a su llamado; sin embargo, dicha circunstancia no era equiparable a la negativa de señalar domicilio convencional o a la inexistencia del domicilio proporcionado o bien a la negativa de recibir la notificación en el domicilio señalado, según los casos previstos en el numeral 107 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

De ahí, que la A quo determinó que le asistía la razón al demandante en el sentido de que no le fue notificada la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, así como el acuerdo de ventitrés del mismo mes y año, pues ambas se realizaron indebidamente; por tanto, siendo que el actor manifestó tener conocimiento de la resolución en conflicto el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, cuando acudió a la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado a solicitar el expediente **********, se tuvo dicha data, como fecha en que el actor se hizo sabedor de la resolución impugnada, para el computo de los treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso c) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.  
Por tanto, atento a lo anterior, declaró nulas las notificaciones de mérito y determinó que la demanda fue interpuesta en tiempo y forma, conforme lo dispone el artículo 24, fracción I, inciso c), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Luego, la Tercera Sala Unitaria procedió a realizar el análisis de la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, emitida dentro del expediente **********por el Contralor General del Estado y determinó que la misma resultaba ilegal, en razón de que se actualizaba en beneficio del actor, la figura de la prescripción de las facultades de la autoridad demandada para instaurar el procedimiento administrativo de responsabilidades y para sancionarlo, al haber transcurrido en exceso el término de tres años para imponer sanciones, conforme a lo dispuesto por el artículo 81, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí - vigente a la fecha de la comisión de la conducta investigada-; por ende, declaró la nulidad total de la misma y la dejó sin efecto legal. 
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. ESTUDIO. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente, son inoperantes; por ende, ineficaces para revocar la determinación apelada.

Previo a dar inicio al estudio de los agravios, se estima necesario realizar una breve síntesis de las consideraciones en que se sustenta el fallo reclamado.

Como ya se dijo, en el fallo de dieciséis de agosto de dos mil veintidós, dictado por la Tercera Sala Unitaria, en el juicio contencioso **********-3, se decidió la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce, dentro del procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, por el Contralor General del Estado, y por ende la NULIDAD TOTAL de la misma, dejándola sin efecto legal alguno.**********
Para arribar a la anterior determinación, en el considerando cuarto del fallo recurrido, sostuvo entorno a la causal de improcedencia hecha valer por la demandada – relativa a la extemporaneidad de la demanda-, que ésta resultaba infundada, en virtud de que el actor compareció por propio derecho a demandar las notificaciones realizadas, respecto de los acuerdos de quince y dieciséis de mayo, así como el fallo impugnado de veintidós de mayo de dos mil catorce, los que manifestó haber conocido el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, por lo que dichos actos, resultaban ser materia del fondo de la controversia y en ese aspecto el A quo decidió resultaban inatendibles en ese momento, pues se trataba de cuestiones inherentes al fondo de la litis y, por tanto, los desestimó.
Luego, la Sala de Origen, en el considerando sexto procedió al estudio de las notificaciones realizadas el veintitrés de mayo de dos mil catorce, respecto de la resolución dictada el veintidós de mayo del mismo año, así como el acuerdo dictado el mismo veintitrés del mes y año citados, que ordenó la notificación por cédula de la resolución referida; actuaciones respecto de las cuales la autoridad manifestó haberlas notificado debidamente.

Lo anterior, pues a criterio de la demandada, era evidente que los notificadores habilitados de esa Contraloría, cumplieron con el requisito de circunstanciar lo acontecido en las diligencias de notificación, ya que estos actuaron en el domicilio señalado por la parte actora y de las razones actuariales era dable advertir que realizaron una descripción del exterior del inmueble, pues al efecto el notificador circunstanció que observó la leyenda “**********”, con nomenclatura **********, a la puerta del inmueble y un timbre; por su parte, la notificadora **********, asentó que en el inmueble atendió a sus llamados una persona del sexo femenino, de aproximadamente sesenta y tres años de edad, estatura aproximada de un metro con cincuenta y cinco centímetros, tez morena clara, cabello corto, ligeramente cano, y ojos color café, quien no proporcionó su nombre, pero dicha persona salió del interior del domicilio señalándole ser portera del inmueble e indicó que desconocía a ********** y que los autorizados de la parte actora, no se encontraban en el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones, pero abrían esporádicamente.

En principio, con el fin de emitir pronunciamiento respecto a la legalidad de las notificaciones realizadas el veintitrés de mayo de dos mil catorce, de la resolución dictada el veintidós de mayo del mismo año, así como el acuerdo dictado el veintitrés del mes y año citados, que ordenó la notificación por cédula de la resolución referida; la Sala Resolutora, precisó que en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente a la fecha de la comisión de la conducta investigada, no se encuentra prevista la notificación personal de las resoluciones sancionatorias; por ende, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 115, del citado ordenamiento, aplica supletoriamente el el Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí.
Luego, la Tercera Sala Unitaria, procedió al análisis del acuerdo de veintitrés de mayo de dos mil catorce, que ordenó la notificación por cédula, de la resolución de veintidós del mismo mes y año, y determinó que resultaba ilegal, atento a lo dispuesto por los numerales 106, 107 y 121 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí -reformado el trece de septiembre de dos mil tres-.
Lo anterior, en virtud de que del contenido de los preceptos anteriormente citados, advertía se desprendía lo siguiente:

· Que las notificaciones que deban hacerse personalmente, se harán por lista o cédula fijada en las puertas del tribunal o juzgado.

· Asimismo, que los litigantes, deben designar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan y cuando un litigante no cumpla con lo prevenido, las notificaciones, aún las que conforme a las reglas generales, deban hacerse personalmente, se harán por lista o por cédula fijada en las puertas del tribunal o juzgado.

· Que los notificadores, deberán formular diariamente, por duplicado, y autorizar con su firma y sello del tribunal, una lista de los negocios acordados o resueltos y uno de los ejemplares se fijará antes de las trece horas del día siguiente de la fecha de la resolución, en la puerta de sus oficinas.

Atento a lo anterior, el A quo precisó que en el caso a estudio, resultaba ilegal tanto la cédula de notificación de la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, como el acuerdo de veintitrés del mismo mes y año, pues dijo que no obstante existe un sello en donde se publicó la lista correspondiente, así como su notificación por cédula; resultaba inverosímil, que sólo se buscó en dos ocasiones al actor a efecto de notificarle la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, y en ese mismo día, se dictó el acuerdo que ordenó la notificación por cédula, siendo que de las razones asentadas por el notificador habilitado, se desprendió que la primera vez que buscó al actor, a las doce horas con treinta minutos del veintitrés de mayo de dos mil catorce, una persona le dijo conocer al licenciado **********, e indicó que no se encontraba y en la segunda ocasión, siendo las catorce horas con cuarenta minutos, tocó a la puerta, sin que nadie atendiera a su llamado.

Luego, ese mismo veintitrés de mayo de dos mil catorce, la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General, dictó un acuerdo en el que ordenó la notificación de la resolución de veintidós del citado mes y año, por cédula, sin esperar al día siguiente a que se buscara nuevamente a la persona a notificar en el inmueble correspondiente.

De lo anterior, el A quo sostuvo que se debió ordenar la notificación por cédula, solo en el caso de que la persona buscada no fuera localizada ni se le conociera en dicho domicilio, para de esta manera reunir los requisitos correspondientes a fin de que se ordenara la notificación por cédula; sin embargo, sostuvo que en el caso sometido a estudio, no se encontró al autorizado del actor, pero si se le conocía en el domicilio, por lo que tal circunstancia no era equiparable a la negativa de señalar domicilio convencional, o a la inexistencia del proporcionado o bien a la negativa de recibir la notificación en el domicilio señalado, según los casos previstos en el numeral 107 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Atento a lo anterior, la Tercera Sala Unitaria determinó que el acuerdo de veintitrés de mayo de dos mil catorce, emitido por la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, que ordenó la notificación por cédula de la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, dictada dentro del expediente **********, resultaba ilegal, así como la notificación realizada por cédula, tanto del acuerdo de veintitrés citado, como de la resolución de veintidós de mayo del mismo año, al no haberse notificado en la forma ordenada y conforme a lo dispuesto por el Título Segundo, Capítulo V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado. 

En esa tesitura, y siendo que el propio actor reconoció haber tenido conocimiento de la resolución en conflicto, el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, cuando acudió a la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, y al solicitar el expediente **********, se hizo sabedor de la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce, mediante la cual se le sancionó con inhabilitación para desempeñar cargos o comisiones en el servicio público por un periodo de diez años, así como una multa de $********** (********** mil pesos 00/100 M.N.), la Sala Resolutora determinó que las notificaciones realizadas resultaban efectuadas en forma irregular y, por tanto, declaró su nulidad, así como de los actos que derivaron de estas.
Con base en lo anterior, al haber tenido como fecha cierta en que el actor se hizo sabedor de la resolución impugnada el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, para el computo de los treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso c) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y siendo que el actor presentó su demanda el veinte de enero de dos mil veintiuno, el A quo, arribó a la conclusión de que la demanda se interpuso oportunamente, por lo que procedió al estudio del fallo de veintidós de mayo de dos mil catorce, emitida dentro del expediente **********.

Luego, en el considerando séptimo de la sentencia recurrida analizó en primer término el concepto de impugnación, referente a la prescripción planteada por la parte actora, mismo que declaró fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto reclamado.
Previo a exponer lo anterior, la Sala Resolutora, estableció que la autoridad demandada inició el procedimiento administrativo **********, en contra de **********, en su carácter de Supervisor de Obra, del Instituto de Vivienda del Estado (INVIES), con motivo de la recepción del memorándum **********, de quince de abril de dos mil once
, suscrito por el Director General de Auditoría de Obra Pública, mediante el cual remitió el Dictamen Técnico **********, de veintidós de marzo de dos mil once
, relacionado con la auditoría realizada a los recursos de dicho Instituto de Vivienda, para la ejecución del proyecto denominado “Ciudad Satélite”, así como el soporte técnico del Dictamen técnico relativo a la Obra “Construcción de Sistema de Bombeo de Velocidad Variable”; dictamen en el cual se estableció que el actor, incurrió en actos que la demandada calificó como continuos, de acuerdo a las funciones que le eran inherentes, e indicó en las observaciones uno y tres, las cuales eran del tenor siguiente:

“1 Observaciones del Expediente Unitario, la cual fue transcrita con anterioridad, conformada por las observaciones 1.1 Expediente de Autorización, no se presenta: Únicamente se presentó la propiedad de terreno; 1.2 Expediente de Licitación, no cumple con los siguientes puntos: Presentar los procedimientos legales, por adjudicación directa o por invitación a cuando menos tres personas que permiten que las dependencias y entidades puedan contratar obras públicas o servicios relacionados con las mismas, sin tener que ajustarse a las reglas generales de la Licitación Pública, previsto en el capítulo tercero de las excepciones de la licitación de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas; 1.3 Expediente Técnico, no se presenta: fuente de financiamiento, tarjetas de precios unitarios, validación de la normativa, dictamen de impacto ambiental; 1.4 Expediente de comprobación, no presenta: recibos de 5 y 2 al millar; y 1.5 Expediente de Construcción, no presenta: Planos definitivos, las cuales son SIN CUANTIFICAR, […]

en lo que respecta a la observación número 3”.- Observaciones de Campo, Conceptos pagados no ejecutados, la cual fue transcrita con anterioridad, conformada por las observaciones 3.1 proyectos ejecutivo: por un importe de $**********, 3.2 equipo de bombeo y telemetría por un importe de $**********, Subtotal $********** IVA $********** Total $********** por lo que en relación a la observación 3 tres que en el caso que nos ocupa, el posible daño patrimonial causado al Estado, asciende a la cantidad de $********** […]

Ahora bien, en el fallo recurrido, respecto a la figura jurídica de la prescripción, la Sala Unitaria precisó que la autoridad demandada sostuvo que las conductas observadas eran de carácter continuo; en atención al argumento siguiente:

“[…] Ahora bien, en primer lugar y en cumplimiento a lo dispuesto por la fracción I del artículo 81 de la mencionada Ley de Responsabilidades, se procede a calcular el monto que resulte de la operación de multiplicar diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estad, durante el 2008 dos mil ocho, es decir el año, en que continuaron los pagos de los trabajos no ejecutados, tal como se observa de la Cédula Contable emitida por la Dirección General de Obra Pública en la que se observa que en fecha 03 tres de noviembre de 2008 dos mil ocho se emitió el último pago respecto de los cuales deriva la observación, siendo estos hechos continuos que culminaron en esa fecha […]

[…]

Bajo ese contexto es importante señalar que el plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente en que se incurrió en responsabilidad […]

En lo que respecta a la 1 Observaciones del Expediente Unitario […] las omisiones son de carácter continuo en las que la conducta persiste a través del tiempo y en esa virtud, mientras las mismas no cesen la conducta persiste, por lo que en la especie válidamente esas omisiones pudieron subsanarse hasta antes de que finalizara la ejecución de la obra, y de acuerdo al convenio adicional **********-**********, relativo a la obra Construcción del Sistema de Bombeo de Velocidad Variable, en su cláusula torcerá la ejecución de la obra concluiría en fecha 15 quince de octubre de 2008 dos mil ocho […], por lo que es a partir del día siguiente esto es el 16 dieciséis de octubre de 2008 dos mil ocho, es el día en que comienza a correr el término prescriptivo, en relación a la observación “1” uno Observaciones del Expediente Unitario.

En relación a la observación “3” tres, Observaciones de Campo, conceptos pagados no ejecutados, por $********** pesos 00/100 M.N.), el plazo prescriptivo se toma a partir del día siguiente en que incurrió en responsabilidad, que para este efecto lo fue el día 03 tres de noviembre de 2008 dos mil ocho, fecha en que se emitió el último pago de los trabajos ejecutados en la obra “CONSTRUCCION DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE”, según consta en el auxiliar contable (Anexo DT-8-23-A, contándose el término prescriptivo a partir del día siguiente de esa fecha, esto es el 04 cuatro de noviembre de2008 dos mil ocho.

…

Por tal motivo, si tomamos en cuenta que el investigado, ING. **********, en su carácter de Supervisor de Obra del Instituto de Vivienda del Estado, fue citado a la Audiencia de ley, en fecha 24 veinticuatro de mayo de 2011 dos mil once, según oficio de notificación número **********, de fecha 12 doce de mayo de 2011 dos mil once (fojas 243 doscientos cuarenta y tres a 245 doscientos cuarenta y cinco), por lo que se concluye que de los días 16 dieciséis de octubre de 2008 dos mil ocho al 24 veinticuatro de mayo de 2011 dos mil once y del 04 cuatro de noviembre de 2008 dos mil ocho al 24 veinticuatro de mayo de 2011 dos mil once, no transcurrió el término de 3 años a que hace referencia el numeral 81 de la multicitada Ley Responsabilidades…”

Al respecto, el A quo sostuvo que de las observaciones del punto uno, respecto del expediente unitario, es dable advertir que la conducta que la demandada imputa al actor, se remite al expediente de licitación, pues al efecto sostuvo que no cumplió con los requisitos de presentar procedimientos legales, por adjudicación directa o por invitación a cuando menos tres personas que permiten que las dependencias y entidades puedan contratar obras públicas o servicios relacionados con las mismas, sin tener que ajustarse a las reglas generales de la licitación pública, previstas en el capítulo tercero de las excepciones de licitación de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.

Asimismo, la Tercera Sala Unitaria sostuvo que, no obstante lo anterior no se aprecia que la demandada expusiera un razonamiento lógico jurídico ni mucho menos un fundamento suficiente, para considerar el hecho de que el actor, hubiera incurrido en actos de carácter continuo sólo porque no llevó a cabo sus funciones ajustadas a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como de su Reglamento correspondiente.

En ese mismo aspecto, el A quo sostuvo que la conducta referente a -presentar los procedimientos legales llevados a cabo para realizar adjudicación directa o por invitación sin ajustarse a las reglas de la licitación pública- se materializó en el acta de veinte de septiembre de dos mil siete, relativa a la Adjudicación Directa que autorizó el Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Enajenaciones del Instituto de Vivienda del Estado de San Luis Potosí, pues así se advierte del Dictamen Técnico No. **********, de veintidós de marzo de dos mil once, emitido por la Dirección General de Auditoría de Obra Pública de la Contraloría General del Estado (f. 9 Disco Compacto 1).

Por tanto, el acto en mención, se dio de manera instantánea, ya que se consumó en ese momento, sin que sus efectos se hubieran prolongado con el paso del tiempo; en el entendido de que un acto continuo, se prolonga a través del tiempo sin interrupciones y se estaría en presencia de faltas administrativas continuadas, lo que en el presente asunto decidió no aconteció; de ahí, que el resolutor concluyó, que aún y cuando hubiera incumplido en esta parte el actor, ello no significaría que se hubiera continuado cometiendo la conducta en los actos subsecuentes, ya que la supuesta infracción en que incurrió, quedó agotada en una sola conducta, y no con actos posteriores.

Adicionalmente sostuvo, que el criterio anterior, aplica para los restantes actos que la demandada señaló en las observaciones uno y tres, del Dictamen Técnico **********, de veintidós de marzo de dos mil once, relacionado con la auditoría realizada a los recursos del Instituto de Vivienda del Estado (INVIES), para ejecutarse en el proyecto denominado “CIUDAD SATELITE”, con alcance a los recursos públicos del presupuesto dos mil siete, ya que se encuentran dentro de la misma hipótesis de actos instantáneos que se consumaron en el momento en que se emitieron, no así como actos continuados como lo sostuvo la autoridad demandada en la resolución impugnada, además porque en el expediente de origen, no advirtió constancia o documento alguno con el que se acreditara que el actor denunciado, hubiera intervenido en dichos actos; y por ende, tampoco se acreditaron las fechas en que se emitieron, para estar en condiciones de emitir pronunciamiento al respecto.

En virtud de lo anterior, la Tercera Sala Unitaria concluyó que el caso sometido a estudio, se encontraba prescrito, pues la conducta imputada al actor se materializó en el acta de veinte de septiembre de dos mil siete, relativa a la Adjudicación Directa que autorizó el Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Enajenaciones del Instituto de Vivienda del Estado de San Luis Potosí, siendo que el actor fue citado a comparecer al procedimiento administrativo el veinticuatro de mayo de dos mil once; por tanto, entre el acta de dos mil siete y la fecha de citación a la audiencia de ley, ya había transcurrido en exceso el término de tres años a que se refiere el artículo 81, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Como ya se dijo, con base en lo expuesto, sostuvo que la resolución emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce, dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, por el Contralor General del Estado, resultó ilegal; ya que se actualizó la prescripción de las facultades de la autoridad demandada para sancionar al actor, al haber transcurrido en exceso el término de tres años para imponerle sanciones, conforme  a lo señalado por el numeral 81 en su último párrafo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Y por ende, determinó que la resolución impugnada, se ubicó en la causal de ilegalidad prevista por el numeral 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, decretó la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado -resolución emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce, dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, por el Contralor General del Estado-; por ende, decretó la NULIDAD TOTAL de la misma, dejándola sin efecto legal alguno.

En contra de dicha determinación, la autoridad recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios:

1. Que le irroga perjuicio el fallo recurrido, en la parte conducente en que se declara la ilegalidad del acuerdo emitido el veintitrés de mayo de dos mil catorce, que ordenó la notificación por cédula de la resolución de veintidós de mayo de dos mil catorce y, por consecuencia, que se haya declarado la ilegalidad de la notificación realizada, pues la Tercera Sala Unitaria, no tomó en consideración que el horario para realizar todo tipo de diligencias respecto de los procedimientos administrativos, es de las ocho a las dieciocho horas; tal como se deprende de los artículos 35, 40 y 42 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurridas las conductas investigadas.

2. Se duele además, que de una interpretación armónica de los artículos citados en el numeral que antecede, se puede llegar a la conclusión que las notificaciones personales se pueden realizar dentro del horario comprendido de las ocho a las dieciocho horas; por lo que aun habiendo realizado el acuerdo de veintitrés de mayo de dos mil catorce, en un horario posterior a las trece horas que señala la Tercera Sala Unitaria, las facultades de notificación de la autoridad se encontraban expeditas; de ahí que las notificaciones efectuadas por cédula son legales y apegadas a derecho.

3. También, aduce que el acuerdo de veintitrés de mayo de dos mil catorce, resulta legal y apegado a derecho, ya que cumple con la debida fundamentación y motivación, pues las actas en que se fundó su emisión son verídicas y contienen los hechos que realmente ocurrieron en la diligencia, cumpliendo con la debida circunstanciación; de ahí que resultaba legal que se ordenara la notificación por cédula fijada en los estrados, pues contrario a lo establecido por la Sala Unitaria, que omite considerar que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la demandada, ejerce sus funciones en un horario de ocho a dieciocho horas, con independencia de lo señalado en el Código de Procedimientos Civiles, respecto a la fijación de los acuerdos por estrados.

4. Asimismo, estima que resulta infundado que la notificación de la resolución administrativa emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce, debiese realizarse de manera forzosa mediante notificación personal, en razón de que no es la única forma que prevé la ley para notificar actos y la notificación por estrados efectuada en autos, sí dio seguridad jurídica a la parte actora, puesto que se reunieron los requisitos para notificar de tal forma; por tanto, a juicio del recurrente, lo procedente era que se declarara la legalidad de la notificación por estrados y como consecuencia de ello, declarar que la demanda de nulidad se interpuso de forma extemporánea.

5. Por otro lado, la recurrente se duele de que en el fallo aquí impugnado, la Tercera Sala considerara que los actos por los cuales fincó responsabilidad al actor, eran de carácter instantáneos y no continuos; ello en virtud, de que a su criterio, al emitir la resolución administrativa se dio cabalidad a los requisitos de fundamentación y motivación, conforme a lo previsto por el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

6. También refiere que en la resolución administrativa sometida a estudio, al analizar la prescripción, en primer término estableció que el posible daño patrimonial ascendía a $********** (********** pesos 00/100 M.N), por lo que atendiendo al artículo citado en el párrafo que antecede, procedió a calcular el monto que resultara de la operación de multiplicar por diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, durante el dos mil ocho, pues en dicha data, se expidió la última factura de los pagos de los trabajos por los cuales le fincó responsabilidades al actor, y se obtuvo como resultado $********** (********** mil pesos 00/100 M.N.), luego al resultar dicha cantidad inferior al posible daño patrimonial, concluyó que el plazo para la prescripción no correspondía al de un año, en atención a lo dispuesto en la fracción I, del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, sino a la fracción II, del citado ordenamiento, el cual establece el plazo de tres años.

7. Que el plazo de tres años, comenzó a partir del día siguiente al en que se incurrió en responsabilidad –cuatro de noviembre de dos mil ocho-, pues tomó en consideración para su cómputo la fecha en que se emitió el último pago de los trabajos efectuados en la obra “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE” – tres de noviembre de dos mil ocho-, interrumpiéndose dicho plazo al iniciarse el procedimiento de responsabilidades, acorde a lo dispuesto por el artículo 81 idem; por ende, si se citó al actor a la audiencia de ley el –veinticuatro de mayo de dos mil once, no transcurrió el término de tres años; motivo por el cual, se duele de que la Sala Resolutora determinara que no estaban vigentes las facultades para resolver el asunto en cuestión, pues en la resolución del procedimiento administrativo, sí se estableció claramente que las acciones y omisiones del actor fueron de carácter continúo, en virtud de haberse prolongado en el tiempo, ya que las irregularidades iniciaron en el proceso de contratación, ejecución de obra y supervisión, hasta el último de los pagos autorizados y realizados.

8. Insiste, que en la observación “uno”, las omisiones fueron de carácter continuo pues estas pudieron subsanarse hasta antes de que finalizara la ejecución de la obra y de acuerdo al convenio **********, relativo a la obra “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE”, en su cláusula tercera señala que la ejecución de la obra concluiría el quince de octubre de dos mil ocho, por lo que es a partir del día siguiente –dieciséis de octubre de dos mil ocho-, el día que comenzó a correr el término prescriptivo. 

9. Por lo que hace a la observación “tres” referente a los conceptos pagados no ejecutados por la cantidad de $********** (********** pesos 00/100 M.N), sostiene que el plazo prescriptivo se comienza a contar al día siguiente de que se incurrió en responsabilidad –cuatro de noviembre de dos mil ocho- pues el tres del citado mes y año, se emitió el último pago de los trabajos ejecutados en la obra y se duele medularmente de que el A quo omitiera considerar que dicha conducta es continua, en atención a que los efectos lesivos de tales conductas se prolongaron hasta que se emitió el último pago de los trabajos en la obra “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE” y fue hasta ese momento que la Hacienda Pública resintió la afectación de las conductas atribuidas al actor .

10. El recurrente alega también, que del artículo 84, fracción IX, del Reglamento de la Ley de Obras y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, se desprende que al actor le correspondía como supervisor de obra, autorizar las estimaciones, verificando que contasen con los números generadores que las respalden; por ende, si éste autorizó la última expedición de factura, así como el último pago de los trabajos realizados el tres de noviembre de dos mil ocho, no existe duda que su conducta se prolongó hasta ese momento.

11. Asimismo, insiste en que no debe perderse de vista que en el expediente administrativo, obra el auxiliar contable **********, del que se desprende que la última factura se emitió el tres de noviembre de dos mil ocho; por lo tanto, no existe relación con un supuesto finiquito de obra y recepción de los trabajos, puesto que la conducta analizada, consistió en la autorización de las estimaciones, siendo tal conducta la que fue considerada para realizar el cómputo de la prescripción de las facultades de dicha autoridad; por tanto, se duele de que la Resolutora vulneró los principios de congruencia y exhaustividad.
Ahora bien, como se adelantó, los anteriores agravios vertidos por la aquí recurrente, son inoperantes como enseguida se verá.

Por cuestión de método, este Tribunal de Alzada procede a analizar en primer término los agravios
 identificados en los números 1, 2, 3 y 4, en donde el apelante medularmente se duele de que la Sala de origen, en la parte conducente en la que se determinó la ilegalidad del acuerdo emitido el veintitrés de mayo de dos mil catorce, que ordenó la notificación por cédula de la resolución de veintidós del mismo mes y año, soslayo tomar en consideración que el horario para realizar diligencias en los procedimientos administrativos es de las ocho a las dieciocho horas, acorde a lo dispuesto por los artículos 35, 40 y 42 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurridas las conductas investigadas, además que la notificación personal no es la única forma que prevé la ley para notificar actos y la notificación por estrados sí brindó seguridad jurídica a la parte actora, de ahí que el A quo debió decretar la legalidad de dichas actuaciones y como consecuencia de ello, declarar el sobreseimiento del juicio por ser extemporáneo.

Los agravios anteriores devienen inoperantes, toda vez que del análisis integral de la sentencia reclamada, se desprende que la Sala responsable no expuso consideración alguna en relación con el horario establecido para realizar diligencias en los procedimientos administrativos.

Pues contrario a lo que sostiene el recurrente, de dicho fallo se advierte, que la Tercera Sala Unitaria, sostuvo que el acuerdo emitido el veintitrés de mayo de dos mil catorce, que ordenó la notificación por cédula de la resolución de veintidós del mismo mes y año, es contrario a lo dispuesto por los artículos 106, 107 y 121 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, reformado el trece de septiembre de dos mil tres; en atención a las siguientes consideraciones:

· En virtud, de que resultó inverosímil, que sólo se buscó en dos ocasiones a la parte actora, en el domicilio que señaló ante la demandada, a efecto de notificarle la resolución aludida y en esa misma data, se dictó el acuerdo que ordenó la notificación por cédula, siendo que de las razones asentadas por el notificador habilitado (f. 648 y 649 del tomo I, del disco compacto), se desprendió que la primera vez, siendo las doce horas con treinta minutos, una persona con quien se entrevistó el notificador habilitado, le manifestó conocer al licenciado ********** -autorizado del actor- y le indicó que no se encontraba y en la segunda ocasión, siendo las catorce horas con cuarenta minutos, tocó a la puerta, sin que nadie atendiera a su llamado.

· Luego, en esa misma fecha –veintitrés de mayo de dos mil catorce-, la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General, en atención a las razones levantadas por el notificador habilitado, emitió acuerdo, mediante el cual ordenó la notificación de la resolución citada, por cédula, sin esperar al día siguiente a que se buscara nuevamente a la persona a notificar en el inmueble correspondiente.

· Que se debió ordenar la notificación por cédula, sólo en el caso de que la persona buscada no fuese localizada, ni se le conociera en el domicilio en cuestión, para de esta manera reunir los requisitos correspondientes a fin de que se ordenara la realización de la notificación por cédula.

· Que en el caso sometido a estudio, no se encontró a la persona pero si se conocía en el domicilio al litigante, por lo que tal circunstancia no era equiparable a la negativa de señalar domicilio convencional, o a la inexistencia del domicilio proporcionado o bien a la negativa de recibir la notificación en el domicilio señalado, según los casos previstos en el numeral 107 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, atento a los anteriores razonamientos, la Sala Resolutora, determinó la ilegalidad del acuerdo de veintitrés de mayo de dos mil catorce, emitido por la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, por el que ordenó la notificación por cédula de la resolución de veintidós del mismo mes y año, dictada dentro del expediente administrativo de Responsabilidad **********, y por consecuencia la notificación realizada por cédula tanto del acuerdo, como de la resolución, al considerar toralmente, que fueron realizados en contravención a lo dispuesto por el Título Segundo, Capítulo V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado.
En ese orden de ideas, es dable advertir que la Sala de Origen, no hizo alusión alguna al horario en que deben efectuarse las notificaciones, para declarar la ilegalidad de las mismas; por lo que es inconcuso que con lo esgrimido en los agravios en estudio, el recurrente se está doliendo de consideraciones no expresadas en la sentencia reclamada, lo cual conduce a declarar ineficaz dicho motivo de disenso e insuficiente para revocar o modificar el fallo recurrido.

Sirve de apoyo la jurisprudencia XVII.1o. J/3 del Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, que dice:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES CUANDO COMBATEN CONSIDERACIONES NO EXPRESADAS EN LA SENTENCIA RECLAMADA. Si en los conceptos de violación se hacen valer argumentos en relación a consideraciones o razonamientos que no fueron expresados o abordados en la sentencia reclamada para resolver en la manera en que se hizo en la misma, deben entonces desestimarse tales conceptos por inoperantes, puesto que con ellos no se desvirtúa la legalidad de la referida sentencia, a menos de que se esté en alguna de las hipótesis del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en cuyo caso deberá suplirse la deficiencia de la queja."

En otro aspecto, también es inoperante, porque como ya se dijo, de una forma generalizada se duele únicamente de que no se tomó en consideración que el horario para realizar las diligencias en los procedimientos administrativos, comprende de las ocho a las dieciocho horas, acorde a la normativa aludida, así como que resulta infundado que la notificación de la resolución debía realizarse de manera personal, en razón de que no es la única forma que prevé la ley para notificar actos; sin embargo, en ningún aspecto ataca las consideraciones de la Tercera Sala Unitaria, para determinar la ilegalidad de dichas actuaciones, sino que sólo insiste en que no fueron atendidas las anteriores circunstancias.
Al respecto, la inoperancia se define como la "falta de eficacia en la consecución de un propósito o fin". Así, atendiendo a la interpretación gramatical, por agravio inoperante debe entenderse aquel argumento que no es apto para producir lo que se pide, esto es, el examen de los argumentos expuestos en el acto o sentencia impugnada para revocarla o modificarla. Por tanto, una divergencia inoperante no amerita un examen de fondo, pues constituye la actualización de un obstáculo técnico que impide su estudio ante la falta de idoneidad o eficacia para lograr el objetivo que se pretende.

Al respecto es aplicable la jurisprudencia de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO. Si los conceptos de violación no atacan los fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente, si no se está en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

Por otro lado, respecto los agravios mencionados en los numerales cinco, seis, siete, ocho, nueve, diez y once, su estudio se hará de manera conjunta, pues en estos medularmente se aduce que las conductas por las cuales la demandada fincó responsabilidad al actor, eran de carácter continuo y no instantáneo, como lo precisó la Sala de Origen; además, se duele de una falta de congruencia y exhaustividad, en la resolución apelada, pues indica que del expediente administrativo en el auxiliar contable **********, se desprende que la última factura para el pago de los trabajos de la obra “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE”, se emitió el tres de noviembre de dos mil ocho, motivo por el cual, considera que no existe relación con un supuesto finiquito de obra y recepción de los trabajos, ya que la conducta analizada, consistió en la autorización de las estimaciones, siendo tal conducta la que fue considerada para realizar el cómputo de la prescripción.
Los anteriores motivos de disenso son inoperantes, en atención a las consideraciones siguientes.

Ahora bien, previo a calificar los anteriores motivos de disenso, conviene precisar que los procedimientos de responsabilidad administrativa, son procesos de investigación para determinar si el funcionario sujeto a inquisición, cometió alguna falta que deba ser sancionada administrativamente. 
Es decir, no son litigios entre particulares para determinar a quién asiste o no el derecho en disputa. Por ello, si en el proceso de investigación no se cumplen las formalidades esenciales del procedimiento, entre las cuales se cuenta la vigencia y oportunidad de su iniciación y trámite, ello puede hacerse valer en el juicio de nulidad que promueva en contra de la resolución que lo sancione, aun cuando no haya alegado la prescripción en el procedimiento administrativo instaurado en su contra.
Al respecto, la prescripción, es una figura procesal de estudio preferente y oficioso, pues el cómputo del término prescriptorio, es de orden público, ya que no puede quedar al arbitrio de una de las partes, es decir, no debe correr a partir de la fecha en que a juicio de la actora o demandada ocurrieron los hechos fundatorios de sus acciones o excepciones, sino que debe computarse desde la fecha en que realmente acontecieron, de acuerdo con las constancias o pruebas que obran en los autos del juicio.
Respeto a la falta de congruencia y exhaustividad alegada, cabe precisar que dichos principios se encuentran comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.

Ahora bien, contrario a lo que sostiene el recurrente, no se advierte alguna falta de congruencia y exhaustividad, pues contrario a su disenso, el A quo si llevó a cabo el análisis de los conceptos de impugnación sometidos a su consideración y del fallo recurrido no se advierte que se haya pronunciado en relación al finiquito de la “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE”, ni recepción de los trabajos, pues al efecto sostuvo que respecto a las observaciones del punto uno, del expediente unitario, era dable advertir que la conducta que la demandada imputó al actor, se remite al expediente de licitación, ya que la parte reo observó incumplimiento a los requisitos de presentar procedimientos legales, por adjudicación directa o por invitación a cuando menos tres personas que permiten que las dependencias y entidades puedan contratar obras públicas o servicios relacionados con las mismas, sin ajustarse a las reglas generales de la Licitación Pública, previsto en el capítulo tercero de las Excepciones de Licitación de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas.

En ese mismo aspecto, el A quo sostuvo que la conducta referente a -presentar los procedimientos legales llevados a cabo para realizar adjudicación directa o por invitación sin ajustarse a las reglas de la licitación pública- se materializó en el acta de veinte de septiembre de dos mil siete, relativa a la Adjudicación Directa que autorizó el Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Enajenaciones del Instituto de Vivienda del Estado de San Luis Potosí, lo que advirtió del Dictamen Técnico No. **********, de veintidós de marzo de dos mil once, emitido por la Dirección General de Auditoría de Obra Pública de la Contraloría General del Estado (f. 9 Disco Compacto I).

Por tanto, el A quo determinó que el acto en mención, se dio de manera instantánea y se consumó en ese momento, sin que sus efectos se hubieran prolongado con el paso del tiempo, ya que un acto continuo, se prolonga a través del tiempo sin interrupciones y se estaría en presencia de faltas administrativas continuadas, lo que en el presente caso no aconteció; de ahí que el resolutor concluyó que aún y cuando hubiera incumplido en esta parte, el denunciado, ello no significaría que se hubiera continuado cometiendo la conducta en los actos subsecuentes, ya que la supuesta infracción en que incurrió el actor, quedó agotada con una sola conducta que se dio en ese momento, no en actos posteriores.

En ese mismo aspecto, la Tercera Sala Unitaria refirió que el mismo criterio aplica para los restantes actos que la demandada señaló en la observación tres – “[…] observaciones de Campo, conceptos pagados no ejecutados, 3.1 proyectos ejecutivo: por un importe de $**********, 3.2 equipo de bombeo y telemetría por un importe de $**********, Subtotal $********** IVA $********** Total $********** […]”-, del Dictamen Técnico **********, de veintidós de marzo de dos mil once, relacionado con la auditoría realizada a los recursos del Instituto de Vivienda del Estado (INVIES), para ejecutarse en el proyecto denominado “CIUDAD SATELITE”, con alcance a los recursos públicos del presupuesto dos mil siete.

Ya que se encuentran dentro de la misma hipótesis de actos instantáneos que se consumaron en el momento en que se emitieron, no así de actos continuados, como lo sostuvo la autoridad demandada en la resolución impugnada; además sostuvo que en el expediente de origen, no advirtió constancia o documento alguno con el que se acredite que el actor, hubiera intervenido en dichos actos y, por ende, tampoco se acreditaron las fechas en que se emitieron, para estar en condiciones de emitir pronunciamiento al respecto.

Por tanto, no se actualiza la falta de congruencia y exhaustividad de que se duele la recurrente, pues contrario a lo que refiere, en las conductas analizadas no se hizo alusión  alguna tocante al finiquito de la obra “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE”, sino que se tomó en consideración, como ya se dijo, que la conducta observada en el punto uno se remite al expediente de licitación, de ahí que era evidente que la conducta se materializó de forma instantánea en el acta de adjudicación de obra de veinte de septiembre de dos mil siete y respecto del punto tres, el resolutor sostuvo que también eran instantáneos y que no advirtió constancia o documento alguno con el que se acreditara la intervención del actor en las observaciones de campo relativas a los conceptos pagados no ejecutados; por ende, no se acreditaron las fechas en que se emitieron éstas conductas para emitir pronunciamiento al respecto.  

Por otro lado, análoga calificación merece el agravio relativo a que en el fallo impugnado la Tercera Sala Unitaria, considerara que los actos por los cuales fincó responsabilidad al actor eran de carácter instantáneos y no continuos, pues a su criterio, respecto de la observación “uno” insiste en que las conductas fueron continuas, en virtud de que pudieron subsanarse hasta antes de que finalizara la ejecución de la obra, siendo que de acuerdo a la cláusula tercera del convenio **********, relativo a la obra “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE”, se precisó que la ejecución de la obra concluiría el quince de octubre de dos mil ocho, por lo que es a partir del día siguiente –dieciséis de octubre de dos mil ocho-, el día que comenzó a correr el término prescriptivo.

Así como el diverso consistente en que la observación “tres”, referente a los conceptos pagados no ejecutados, también considera que las conductas fueron continuas, atendiendo a que las acciones se prolongaron en el tiempo, ya que las irregularidades iniciaron en el proceso de contratación, ejecución de la obra y supervisión, por lo que los efectos lesivos de tales conductas se prolongaron hasta que se emitió el último de los pagos autorizados y realizados, es decir hasta el tres de noviembre de dos mil ocho.

En principio, para resolver la problemática planteada, esto es, determinar si en la especie se actualizó o no la prescripción de las facultades sancionatorias de la autoridad administrativa, en principio, conviene tomar en cuenta que, atendiendo al momento en que se consuman las infracciones administrativas, éstas se han clasificado en instantáneas, continuas y continuadas.

Son infracciones instantáneas las que se consuman en un solo acto, agotando todos sus elementos y sus efectos pueden o no prolongarse en el tiempo. 

Las infracciones continuas se actualizan cuando la acción u omisión se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo.

Por último, se está en presencia de infracciones continuadas ante la pluralidad de acciones que integran una sola falta en razón de la unidad de propósito infraccionario e identidad de lesión jurídica. 

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de rubro y texto siguientes: 

“INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS. SUS MODALIDADES. Las modalidades de las infracciones tributarias a que se refiere el artículo 67, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, no aparecen definidas en dicho cuerpo normativo. Es en materia penal, tratándose de delitos, donde mejor se han perfilado estos conceptos, motivo por el cual analógicamente debe acudirse a los mismos. Tratándose del delito instantáneo, el derecho positivo mexicano, la doctrina y la jurisprudencia, son acordes al conceptuarlo como: ‘Aquel que se consuma en un solo acto, agotando el tipo’, cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; en cambio, tratándose de las modalidades de ‘continuo’ y ‘continuado’, existe diversidad de criterios. El artículo 99 del referido Código Fiscal da el concepto al que debe atenderse en esta materia respecto al delito continuado al establecer que: ‘El delito es continuado, cuando se ejecuta con pluralidad de conductas o hechos con unidad de intención delictuosa e identidad de disposición legal, incluso de diversa gravedad’. Respecto del delito continuo, sus notas características, extraídas sustancialmente de la jurisprudencia, consisten en las siguientes: ‘Es la acción u omisión que se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo’. Con base en lo anterior; las infracciones administrativas podrán ser: instantáneas, cuando se consuman en un solo acto, agotando todos los elementos de la infracción, cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; continuas, si la acción u omisión se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo; o, continuadas, en la hipótesis de pluralidad de acciones que integran una sola infracción en razón de la unidad de propósito infraccionario e identidad de lesión jurídica”

Ahora bien, según se desprende del fallo emitido por la Tercera Sala Unitaria, en la resolución administrativa **********, la infracción de la observación “uno” por la que se sancionó a **********, consistió en que éste en el puesto de Supervisor de Obra del Instituto de Vivienda del Estado, fue omiso en presentar el expediente de autorización; se observó también que en el procedimiento de licitación, no se presentaron los procedimientos legales, por adjudicación directa o por invitación a cuando menos tres personas que permiten que las dependencias y entidades puedan contratar obras públicas o servicios relacionados con las mismas, sin tener que ajustarse a las reglas generales de la licitación pública, previsto en el capítulo tercero de las excepciones de la licitación de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas; que en el expediente técnico, no se presentó fuente de financiamiento, tarjetas de precios unitarios, validación de la normativa y dictamen de impacto ambiental; que en el expediente de comprobación, no se presentaron los recibos de cinco y dos al millar; y que en el expediente de construcción, no presentó planos definitivos; conductas que la demandada determinó, son sin cuantificar.

De las conductas precisadas en el párrafo anterior, se desprende que como lo sostuvo la Sala de Origen, se remiten al expediente de licitación y para determinar el momento en el que se materializaron dichas conductas, se considera necesario precisar los antecedentes siguientes:

· Con motivo del Convenio de Adhesión al Convenio de Colaboración para la operación del programa “ESQUEMAS DE FINANCIAMIENTO Y SUBSIDIO FEDERAL PARA VIVIENDA” de tres de julio de dos mil siete, Gobierno del Estado por conducto del Instituto de Vivienda del Estado, puso en marcha la ejecución del proyecto habitacional “Ciudad Satélite”. (f. 252-260 juicio de origen)

· El veinticinco de septiembre de dos mil siete, el Instituto de Vivienda del Estado y la empresa **********Sociedad Anónima de Capital Variable, celebraron el contrato de obra pública sobre la base de precios unitarios y tiempo determinado **********, por un importe de $********** (********** pesos **********/100 M.N.), para la realización de la obra “CONSTRUCCIÓN DEL SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE EN CIUDAD SATÉLITE”. (f. 14-25 Disco compacto.)

· El dieciocho de marzo de dos mil ocho, se firmó el convenio adicional **********, mediante el cual se modificó el plazo y monto de ejecución del contrato de obra pública citada anteriormente. (f. 51-54 Disco compacto).

· En veinte de septiembre de dos mil siete, se aprobó el dictamen relativo al procedimiento de adjudicación del contrato para la ejecución de la obra “CONSTRUCCIÓN DEL SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE EN CIUDAD SATÉLITE”, en el que se determinó la excepción a la licitación pública, acorde a lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, procediendo a la adjudicación directa de la obra a **********Sociedad Anónima de Capital Variable. (f. 42-50 Disco compacto) 

Marco normativo 

Ahora bien, los artículos 23, 24, 25, 37, 38, 39, 40 y 45 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de San Luis Potosí; así como los artículos 47 y 48 del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, son del tenor siguiente:

“[…] ARTICULO 23. Las instituciones podrán contratar obra pública y servicios relacionados con la misma, mediante alguno de los siguientes procedimientos:

I. Por licitación pública;

II. Por invitación restringida a cuando menos tres contratistas, y

III. Por adjudicación directa, previa cotización que se haga con al menos tres proveedores diferentes.

Las instituciones tomando en cuenta la opinión del órgano de control, determinarán de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26 de esta Ley, el carácter estatal, nacional o internacional de los procedimientos de contratación, y los criterios para determinar el contenido nacional de los trabajos a contratar, en razón de las reservas, medida de transición u otros supuestos establecidos en los tratados.”

“ARTICULO 24. Las instituciones podrán convocar, adjudicar o llevar a cabo obra pública, solamente cuando cuenten con recursos disponibles dentro de su presupuesto aprobado en la partida correspondiente, además de cubrir los requisitos a que se refiere el artículo 26 de esta Ley.

Se requerirá contar previamente con los estudios y proyectos, anteproyectos, planos, memorias de cálculo, números generadores, tarjetas de precios unitarios, catálogo de conceptos, las normas y especificaciones de construcción, el programa de ejecución y, en su caso, el programa de suministro.”

“ARTICULO 25. La obra pública y los servicios relacionados con la misma, se adjudicará previa convocatoria para que libremente se presenten proposiciones, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, de acuerdo a lo que establece esta Ley.

Los servidores públicos que autoricen actos en contravención a lo dispuesto en este artículo, se harán acreedores a las sanciones legales que resulten aplicables.”

“ARTICULO 37. Con sujeción a las formalidades que prevén los artículos 38 y 39 de esta Ley, las instituciones y el comité, bajo su responsabilidad, podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública y celebrar contratos de obra pública, a través de los procedimientos de invitación restringida o de adjudicación directa.

La opción que las instituciones ejerzan deberá fundarse, según las circunstancias que concurran en cada caso, en criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado. En el dictamen a que se refiere el artículo 45 de esta Ley, según corresponda, deberán acreditar, de entre los criterios mencionados, aquellos en que se funda el ejercicio de la opción, y contendrá además:

I. El valor del contrato;

II. Una descripción general de la obra correspondiente, y

III. La nacionalidad del contratista, según corresponda.”

“ARTICULO 38. Las instituciones bajo su responsabilidad, podrán contratar obra pública y servicios relacionados con la misma, a través de los procedimientos a que se refiere el artículo 23 fracciones II y III de esta Ley, cuando:

I. El contrato sólo pueda celebrarse con una determinada persona por tratarse de obras de arte, titularidad de patentes, derechos de autor u otros derechos exclusivos;

II. Peligre o se altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la salubridad, la seguridad o el ambiente de alguna zona o región del Estado, como consecuencia de desastres producidos por fenómenos naturales, por casos fortuitos o de fuerza mayor;

III. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas imputables al contratista. En estos casos la institución podrá adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la siguiente proposición solvente más baja, siempre que la diferencia en precio con respecto a la postura que inicialmente hubiere resultado ganadora, no sea superior al diez por ciento;

IV. Se realicen dos licitaciones públicas sin que en ambas se hubiesen recibido proposiciones, o las recibidas no sean solventes;

V. Se trate de trabajos de conservación, mantenimiento, restauración y demolición de inmuebles en los que no sea posible precisar su alcance, establecer el catálogo de conceptos, cantidades de trabajo, determinar las especificaciones correspondientes o elaborar el programa de ejecución;

VI. Se trate de trabajos que requieran fundamentalmente de mano de obra campesina o urbana marginada, dentro de un programa emergente aprobado por el Ejecutivo del Estado o por los ayuntamientos, según se trate, y que la institución contrate directamente con los habitantes beneficiarios de la localidad o del lugar donde deba ejecutarse la obra, o con las personas morales o agrupaciones legalmente establecidas y constituidas por los propios habitantes beneficiarios;

VII. Se trate de obras que de realizarse bajo un procedimiento de licitación pública, pudieran afectar la seguridad del Estado, o comprometer información de naturaleza confidencial para el gobierno federal, y

VIII. Existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales importantes, debidamente justificados.

Las instituciones preferentemente invitarán cuando menos a tres contratistas, según corresponda, salvo que ello a su juicio no resulte conveniente; en cuyo caso utilizarán el procedimiento de adjudicación directa.

En cualquier supuesto se convocará a quienes cuenten con capacidad de respuesta inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás que sean necesarios.”

“ARTICULO 39. Las instituciones podrán llevar a cabo el procedimiento de invitación restringida cuando menos a tres contratistas, o el de adjudicación directa, según corresponda, cuando el importe de cada operación no exceda de los montos máximos que al efecto establezca el Congreso del Estado, quien los fijará tomando en consideración las leyes de presupuestos de Egresos del Estado, y de los municipios. Los montos serán fijados y publicados anualmente en el Periódico Oficial del Estado, dentro de la segunda quincena del mes de enero. Estos montos podrán ser modificados en cualquier época del año cuando las circunstancias socioeconómicas lo ameriten, utilizando el mismo procedimiento de los montos anuales.”

“ARTICULO 40. Para llevar a cabo los procedimientos de invitación restringida deberá contarse con un mínimo de tres propuestas. Los interesados que acepten participar, lo manifestarán por escrito y quedarán obligados a presentar su proposición.

Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para cada operación, atendiendo al monto, características, especialidades, condiciones y complejidad de los trabajos.

Para la apertura de los sobres invariablemente se invitará a los proponentes, así como por lo menos a un representante de la Cámara y del órgano de control de la institución de que se trate.”

“ARTICULO 45. Para hacer la evaluación de las proposiciones, las instituciones deberán verificar que las mismas incluyan la información, documentos y requisitos contenidos en las bases de la licitación; que el programa de ejecución sea factible de realizar dentro del plazo solicitado, con los recursos considerados por el licitante, y que las características, especificaciones y calidad de los materiales sean de las requeridas por la convocante.

Las instituciones verificarán el debido análisis, cálculo e integración de los precios unitarios; y que los costos de materiales, mano de obra, equipo y herramientas sean los vigentes a la fecha de la visita a la obra.

La Cámara podrá emitir opinión de la evaluación realizada por las instituciones, antes del fallo respectivo.

Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, el contrato se adjudicará de entre los licitantes a aquél cuya propuesta resulte solvente, y reúne conforme a los criterios de adjudicación establecidos en las bases de licitación, las condiciones legales, técnicas y económicas requeridas por la convocante, y garantice satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas.

Si dos o más proposiciones son solventes y por tanto, satisfacen la totalidad de los requerimientos de la convocante, en los términos del párrafo anterior, el contrato se adjudicará a quien presente la proposición solvente cuyo precio sea el más bajo.

La institución convocante emitirá un dictamen que fundamente y motive el fallo, en el que hará constar el análisis de las proposiciones admitidas, y hará mención de las proposiciones desechadas y los motivos de ello. […]”

“ARTÍCULO 47.- Cuando las dependencias, entidades y Ayuntamientos opten por no realizar licitación pública, el procedimiento y escrito a que aluden los Artículos 37 y 38 de la Ley contendrá lo siguiente: 

I. Descripción general de los trabajos; 

II. El procedimiento de contratación seleccionado y la fundamentación del supuesto de excepción; 

III. Los criterios o razones que se tienen para justificar el ejercicio de la opción; 

IV. Fecha probable de inicio de los trabajos y el plazo de ejecución de los mismos; 

V. Nombre y firma del titular del área responsable de la ejecución de los trabajos, y 

VI. El lugar y fecha de su emisión.’’

“ARTÍCULO 49.- El contrato además de cumplir con lo señalado en el Artículo 47 de la Ley, deberá contener el programa de ejecución de los trabajos y el presupuesto respectivo, así como los anexos técnicos que incluirán, entre otros aspectos, los planos con sus modificaciones, especificaciones generales y particulares de construcción.

El área responsable de la contratación, una vez cumplido el plazo a que hace referencia el Artículo 48 de la Ley para la firma del contrato deberá entregarle al contratista una copia firmada.”

Del marco normativo citado, en lo que aquí interesa se advierte que las instituciones podrán contratar obra pública por licitación pública, invitación restringida a cuando menos tres contratistas, y por adjudicación directa.

Asimismo, que las instituciones tomando en cuenta la opinión del órgano de control, determinarán el carácter estatal, nacional o internacional de los procedimientos de contratación; en otro aspecto se estipula que para la contratación, se requerirá contar previamente con los estudios y proyectos, anteproyectos, planos, memorias de cálculo, números generadores, tarjetas de precios unitarios, catálogo de conceptos, las normas y especificaciones de construcción, el programa de ejecución y, en su caso, el programa de suministro.

Además, se determina que los servidores públicos que autoricen actos en contravención a lo dispuesto en el artículo 25, se harán acreedores a las sanciones legales que resulten aplicables.

Por otro lado, los numerales transcritos, establecen que con sujeción a las formalidades que prevén los artículos 38 y 39 de la ley en comento, las instituciones podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública y celebrar contratos de obra pública, a través de los procedimientos de invitación restringida o de adjudicación directa.

Ahora bien, respecto a la contratación en los casos de excepciones a la licitación pública, los artículos transcritos del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas, establecen que los contratos deberán contar con una descripción general de los trabajos, el procedimiento de contratación seleccionado, la fundamentación del supuesto de excepción, los criterios o razones que se tienen para justificar el ejercicio de la opción, la fecha probable de inicio de los trabajos y el plazo de ejecución de los mismos, el nombre y firma del titular del área responsable de la ejecución de los trabajos, y el lugar y fecha de su emisión.

Finalmente, los preceptos aludidos establecen que el contrato además de lo citado en el párrafo que antecede, deberá contener el programa de ejecución de los trabajos y el presupuesto respectivo, así como los anexos técnicos que incluirán, entre otros aspectos, los planos con sus modificaciones, especificaciones generales y particulares de construcción.

Por tanto, atento al marco normativo citado, es dable advertir que no le asiste razón al recurrente, en el sentido de que las conductas que hizo consistir en –omisión de presentar expediente de autorización; irregularidades en el procedimiento de licitación, por no presentar procedimientos legales, por adjudicación directa o por invitación a cuando menos tres personas, sin tener que ajustarse a las reglas generales de la licitación pública; omisión en presentar fuente de financiamiento, tarjetas de precios unitarios, validación de la normativa y dictamen de impacto ambiental; así como los recibos de cinco y dos al millar- son continuadas, al poder haberse subsanado antes de la terminación de la obra, esto es el quince de octubre de dos mil ocho.

Pues, es posible advertir que dichas conductas son instantáneas ya que se consumaron en un solo acto, agotando todos sus elementos y el marco normativo transcrito anteriormente, establece claramente que los servidores que autoricen actos en contravención a la norma se harán acreedores a las sanciones aplicables; es decir, el momento en que se configura la conducta es el de la autorización del dictamen presentado por ********** respecto del procedimiento de adjudicación del contrato para la ejecución de la obra “CONSTRUCCIÓN DEL SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE EN CIUDAD SATÉLITE”, en el acta de veinte de septiembre de dos mil ocho.

Además, tampoco es factible considerar que las conductas fueron continuas en razón de que eran subsanables hasta la terminación de la ejecución de la obra; ya que el marco normativo anotado, dispone que previo a adjudicar o llevar a cabo obra pública, se requerirá contar con los estudios, proyectos, planos, memorias de cálculo, tarjetas de precios unitarios, catálogo de conceptos, las normas y especificaciones de construcción, programa de ejecución y de suministro, entre otros; además que el contrato deberá contener el programa de ejecución de los trabajos y el presupuesto respectivo, así como los anexos técnicos que incluirán, entre otros aspectos, los planos con sus modificaciones, especificaciones generales y particulares de construcción.

De ahí, que contrario a lo que sostiene la autoridad recurrente, las conductas observadas no son continuas y no son subsanables hasta antes de la ejecución de la obra -quince de octubre de dos mil ocho-; pues como lo sostuvo la Tercera Sala Unitaria, son conductas instantáneas al haberse consumado en un solo acto; es decir, en el acta de adjudicación de veinte de septiembre de dos mil siete, pues en dicha fecha se adjudicó la obra a la empresa **********Sociedad Anónima de Capital Variable, sin que previo a ello, se constatara la existencia de los estudios, proyectos, planos, memorias de cálculo, tarjetas de precios unitarios, catálogo de conceptos, las normas y especificaciones de construcción, programa de ejecución y de suministro.

Por su parte, en lo que respecta a la observación tres de observaciones de campo, conceptos pagados no ejecutados, la recurrente determinó irregularidades en el proyecto ejecutivo por $********** (********** pesos 00/100 M.N.) y del equipo de bombeo y telemetría por $********** (**********pesos 00/100 M.N.), arrojando el total de $********** (********** pesos 00/100 M.N.).

Y por lo que hace al tema de prescripción, la recurrente aduce que la conducta es continua, en razón de que se prolongó en el tiempo hasta el -tres de noviembre de dos mil ocho- fecha en que se autorizó la última expedición de factura y, por ende, el último pago de los trabajos efectuados, pues a su criterio, los efectos lesivos de tales conductas se prolongaron hasta que se emitió el último pago de los trabajos en la obra “CONSTRUCCIÓN DEL SISTEMA DE BOMBEO DE VELOCIDAD VARIABLE EN CIUDAD SATÉLITE”, motivo por el cual, por lo que hace al plazo prescriptivo, refiere que es a partir del día siguiente en que se incurrió en responsabilidad, es decir, el cuatro de noviembre de dos mil ocho, dato que consta en el auxiliar contable Anexo **********.

Ahora bien, respecto a las conductas anteriores, en la resolución administrativa emitida el veintidós de mayo de dos mil catorce, dentro del expediente de responsabilidad **********, la demandada las atribuyó a **********, en su carácter de Supervisor de Obra del Instituto de Vivienda del Estado, por incumplimiento de las obligaciones administrativas en desempeño de su cargo, acorde a lo dispuesto por el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, específicamente las previstas en las fracciones I, II, III, IV, XXIV y  XXX
, así como los artículos 50 y 52 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
 y los preceptos 84, fracciones I, VI, IX, XIII y XIV
, 86, fracciones III, VIII y X
, 137, fracción VI
 y 142
 del Reglamento de la Ley de Obras citada.

Lo anterior, al considerar que de conformidad con el marco normativo citado, **********, en su carácter de Supervisor de Obra del Instituto de Vivienda del Estado, era responsable directamente de la supervisión, vigilancia, control y revisión de los trabajos, así como el encargado del control de la obra, incluyendo la aprobación de las estimaciones presentadas por los contratistas; circunstancia que no cumplió a juicio de la recurrente, pues sostuvo que éste participó en la autorización de trabajos extraordinarios que no tenían relación con la obra contratada, pues autorizó pago de estimaciones sobrepasando el monto contratado y autorizó estimaciones que contenían volúmenes de obra no ejecutada, generándose conceptos pagados no ejecutados por $********** (********** pesos 00/100 M.N.), los cuales se advierten en las observaciones de campo.

Ahora bien, respecto a las conductas anteriores, como ya se dijo, la recurrente primordialmente aduce en esta instancia, que la conducta se actualizó a partir del día siguiente en que se incurrió en responsabilidad y al efecto dice que es el cuatro de noviembre de dos mil ocho, ya que el tres del citado mes y año, se hizo el último pago de los trabajos efectuados en la obra.

Al respecto, como se adelantó, resulta inexacta la aseveración de la recurrente, pues las conductas atribuidas a **********, fueron en su carácter de Supervisor de Obra del Instituto de Vivienda del Estado, tal como se advierte de la resolución de veinticuatro de mayo de dos mil once, emitida en el expediente **********, y entre las disposiciones analizadas por el Contralor General del Estado, en la resolución de mérito, se encuentran los artículos 84, fracciones I, VI, IX, XIII y XIV, 86, fracciones III, VIII y X y 137, fracción VI del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; los cuales son del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 84. Las funciones de la residencia serán las siguientes:

I. Supervisión, vigilancia, control y revisión de los trabajos; 

 […]

VI. Vigilar y controlar el desarrollo de los trabajos, en sus aspectos de calidad, costo, tiempo y apego a los programas de ejecución de los trabajos, de acuerdo con los avances, recursos asignados y rendimientos pactados en el contrato. 

[…]

Cuando el proyecto requiera de cambios estructurales, arquitectónicos, funcionales, de proceso, entre otros, deberá recabar por escrito las instrucciones o autorizaciones de los responsables de las áreas correspondientes;

[…]”

“IX. Autorizar las estimaciones, verificando que cuenten con los números generadores que las respalden;”

“XIII. Autorizar y firmar el finiquito de los trabajos;”

“XIV. Verificar la correcta conclusión de los trabajos, debiendo vigilar que el Área requirente reciba oportunamente el inmueble en condiciones de operación, así como los planos correspondientes a la construcción final, los manuales e instructivos de operación y mantenimiento y los certificados de garantía de calidad y funcionamiento de los bienes instalados;

“ARTÍCULO 86. Las funciones de la supervisión serán las que a continuación se señalan:

[…]

III. Vigilar la buena ejecución de la obra y transmitir al contratista en forma adecuada y oportuna las órdenes provenientes de la residencia de obra 

[…]

VIII. Revisar las estimaciones de trabajos ejecutados para efectos de que la residencia de obra las apruebe; conjuntamente con la superintendencia de construcción del contratista deberán firmarlas oportunamente para su trámite de pago;

[…]

X. Analizar detalladamente el programa de ejecución de los trabajos considerando e incorporando, según el caso, los programas de suministros que la dependencia, entidad o ayuntamiento haya entregado al contratista, referentes a materiales, maquinaria, equipos, instrumentos y accesorios de instalación permanente;. […]”

“ARTÍCULO 137.- En la fecha señalada, la dependencia, entidad o ayuntamiento recibirá físicamente los trabajos y levantará el acta correspondiente, la que contendrá como mínimo lo siguiente:

[…]

VI. Relación de las estimaciones o de gastos aprobados a la fecha, así como las pendientes de autorización; […]”

De los preceptos legales transcritos, se desprende que son funciones del Supervisor (Residente
) de Obras Públicas, entre otras, la supervisión, vigilancia, control y revisión de los trabajos; vigilar y controlar el desarrollo; la aprobación de cambios estructurales, arquitectónicos, funcionales, de proceso, entre otros; la autorización de las estimaciones; autorizar y firmar el finiquito de los trabajos, así como su correcta conclusión; vigilar la buena ejecución de la obra y transmitir al contratista en forma adecuada y oportuna las órdenes provenientes de la residencia de obra y revisar las estimaciones de trabajos ejecutados para efectos de que la residencia de obra las apruebe, las cuales conjuntamente con la superintendencia de construcción del contratista deberán firmarlas oportunamente para su trámite de pago.

En ese sentido, no pasa desapercibido para éste Tribunal de Alzada, que con independencia de que no es responsabilidad directa del Supervisor de Obras, efectuar los pagos de los trabajos correspondientes, lo cierto es, que sí es responsabilidad de éste, verificar y supervisar la correcta ejecución de las obras, por lo que autorizar pagos por obras no ejecutadas, sí infringe las disposiciones y principios que rigen el servicio público.

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio contenido en la tesis I.7o.A.702 A, emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de contenido siguiente: 

“OBRA PÚBLICA. TRATÁNDOSE DEL CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO RELATIVO, EXISTE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DEL SERVIDOR PÚBLICO ENCARGADO DE APROBAR LAS ESTIMACIONES PRESENTADAS POR LOS CONTRATISTAS, SI FIRMA LA AUTORIZACIÓN PARA SU PAGO SIN QUE LOS TRABAJOS SE ENCUENTREN CONCLUIDOS. Tratándose del cumplimiento de un contrato de obra pública existe responsabilidad administrativa del servidor público encargado de aprobar las estimaciones presentadas por los contratistas, si firma la autorización para su pago sin que los trabajos se encuentren concluidos, porque del artículo 100, fracción I, en relación con el 1, fracción IX, vigente hasta el 29 de noviembre de 2006, ambos del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, se advierte que dicho pago debe cubrirse por trabajos ejecutados y no como anticipo de la obra por realizar, sin que obste a lo anterior que posteriormente concluya totalmente la actividad objeto del contrato, en el tiempo y forma convenidos.”

Sin embargo, del criterio anterior, es dable advertir, que la conducta atribuida a **********, en la observación “3” no es de carácter continuo, por haberse prolongado en el tiempo; ya que dichas irregularidades son instantáneas, pues se consuman en el acto de la autorización y firma de la estimación del trabajo que no se concluyó; es decir, en un solo acto, agotando todos sus elementos, pues no obstante de que a la conclusión de la obra se cumpliera totalmente la actividad, en el tiempo y forma convenidos, el funcionario no quedaría eximido de la responsabilidad atribuida, tal como se advierte del criterio transcrito anteriormente.

Por tanto, contrario a lo que refiere la recurrente, el plazo prescriptivo no puede contarse a partir del cuatro de noviembre de dos mil ocho, data en que se hizo el último pago de los trabajos efectuados en la obra; ya que la posible conducta en que incurrió **********, fue instantánea al no verificar y supervisar la correcta ejecución de la obra y se materializó en el momento en que autorizó las estimaciones para el pago de los conceptos observados - proyecto ejecutivo por $********** (********** pesos 00/100 M.N.) y del equipo de bombeo y telemetría por $********** (**********pesos 00/100 M.N.), arrojando el total de $********** (********** pesos 00/100 M.N.)-.

Luego, como lo sostuvo la Tercera Sala Unitaria, respecto a las observaciones del punto tres, la autoridad, no aportó material probatorio, con el que se acredite que **********, hubiera intervenido en dichos actos, pues no se encuentran las estimaciones de los trabajos pagados no ejecutados, que omitió revisar, ni se advierte la autorización con su firma para la procedencia del pago del proyecto ejecutivo y del equipo de bombeo y telemetría; por ende, tampoco se acreditan las fechas en que se emitieron los mismos, para estar en condiciones de realizar un pronunciamiento respecto del plazo de prescripción de la autoridad, para sancionarlos.

Sirve de apoyo a lo anterior, por las razones que informa, la tesis aislada I.7o.A.703 A, emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que en su contenido dice:

“OBRA PÚBLICA. EL HECHO DE QUE EL PAGO DE LAS ESTIMACIONES PRESENTADAS EN CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO RELATIVO NO SE CONSIDERE COMO ACEPTACIÓN PLENA DE LAS ACTIVIDADES QUE AMPARAN, NO RELEVA DE SU RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA AL SERVIDOR PÚBLICO QUE LO AUTORIZÓ POR TRABAJOS NO EJECUTADOS. El hecho de que el pago de las estimaciones presentadas en cumplimiento de un contrato de obra pública no se considere como aceptación plena de las actividades que amparan, pues la dependencia o entidad correspondiente tiene el derecho de reclamar aquellos trabajos faltantes o mal ejecutados, no releva de su responsabilidad administrativa al servidor público que lo autorizó por trabajos no ejecutados.”

En virtud de lo expuesto, tal como lo sostuvo la Tercera Sala Unitaria, se concluye que en el caso a estudio, las facultades a la autoridad demandada para instaurar el procedimiento administrativo de responsabilidades a que fue sujeto **********ya habían prescrito; y por ende, sus facultades para imponer sanción alguna.

Previo a dilucidar lo anterior, cabe puntualizar que en materia de responsabilidades de los servidores públicos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sustentado que la figura de la prescripción es la extinción, por el paso del tiempo, de la atribución que posee el Estado para sancionar a los servidores públicos que han conculcado los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia en el desempeño de su cargo, empleo o comisión.

Así, la regulación de la institución jurídica de la prescripción de la facultad administrativa sancionadora del Estado posee una doble finalidad; la primera de ellas, establece el plazo específico con que cuenta la autoridad competente para ejercer las atribuciones de investigación y sanción que le otorga la legislación aplicable y, la segunda, otorgarle al servidor público certidumbre jurídica, puesto que garantiza que los actos u omisiones ilícitos en los que pudiera incurrir sólo serán sancionados si la autoridad administrativa ejerce su facultad en el plazo previsto legalmente y no con posterioridad, es decir, que dicho ejercicio no se circunscribe a la discrecionalidad de la autoridad administrativa respectiva.

Aunado a lo anterior, la prescripción tiene su fundamento en la inactividad objetiva de la Administración Pública respecto al ejercicio de su facultad sancionadora y, por tanto, su inclusión en los ordenamientos constitucional y secundario, representa la confirmación del principio de eficacia que debe imperar en toda la actividad administrativa que despliegue el Estado, en tanto que materializa objetivamente un límite temporal en la persecución de las infracciones cometidas por los servidores públicos y compele a las autoridades competentes a velar por el cumplimiento de las obligaciones señaladas en ley y perseguir oportuna y eficazmente aquellos actos que violenten los principios regidores del cargo, empleo o comisión de todo servidor.

Respecto al tema abordado, el artículo 81, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 81.- Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos:

II.- En tres años, en los demás casos.”

Ahora bien, como se estableció en la sentencia del juicio de origen, el acto en que se materializó la conducta atribuida a **********, fue en el acta de veinte de septiembre dos mil siete, relativa a la Adjudicación Directa que autorizó el Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Enajenaciones del Instituto de Vivienda del Estado de San Luis Potosí.

Siendo que ********** fue citado a comparecer a la audiencia de ley, del procedimiento administrativo de responsabilidad **********, por oficio **********, de doce de mayo de dos mil once, el cual fue recibido el veinticuatro del mismo mes y año (f.243 a 246 del C.D.).

Por tanto, como lo sostuvo la Tercera Sala Unitaria, entre la autorización de la obra, efectuada en el acta de veinte de septiembre dos mil siete, por Adjudicación Directa que autorizó el Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Enajenaciones del Instituto de Vivienda del Estado de San Luis Potosí y la fecha de citación a la audiencia de ley - veinticuatro de mayo de dos mil once-, ya habían transcurrido en exceso el término de tres años a que se refiere el precepto anteriormente transcrito.

De ahí, que resulta evidente como lo sostuvo el A quo, que las facultades a la autoridad demandada para instaurar el procedimiento administrativo de responsabilidades a que fue sujeto **********ya habían prescrito; y por ende, sus facultades para imponer sanción alguna.

En tal virtud, en el caso que nos ocupa, prescribió la facultad sancionadora de la autoridad administrativa, puesto que se excedió el término de tres años que establece el artículo 81, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis aislada en materia administrativa, localizable en la Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: I.7o.A.178 A, página: 1347. 

“PRESCRIPCIÓN PREVISTA POR EL ARTÍCULO 78 DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE INTERRUMPE CUANDO SE CITA AL FUNCIONARIO A LA AUDIENCIA QUE REFIERE EL NUMERAL 64 DE LA PROPIA LEY (LEGISLACIÓN VIGENTE AL 13 DE MARZO DE 2002). Del precepto normativo de que se trata, se desprenden las hipótesis siguientes: a) Que las facultades de las autoridades administrativas para imponer las sanciones establecidas en el propio ordenamiento legal prescriben en un año, cuando el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Distrito Federal y en los demás casos prescribirán en tres años (fracciones I y II); b) Que el plazo de prescripción se cuenta a partir del día siguiente a aquel en que se hubiese incurrido en la responsabilidad, o bien, a partir del momento en que hubiesen cesado los efectos de la conducta considerada como continua; y, c) Que en todos los casos la prescripción se interrumpe al dar inicio el procedimiento administrativo previsto por el artículo 64 de la propia ley (último párrafo). Por su parte, la fracción II del último numeral invocado, dispone que la aplicación de sanciones administrativas se hará mediante el procedimiento que refiere en sus diversas fracciones, el que da inicio con la citación del presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la audiencia y su derecho a ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de defensor (fracción I). De esa forma, el cómputo de la prescripción se interrumpe con la cita aludida, por ser el primer acto en que la autoridad da a conocer al particular la conducta que se le imputa y el inicio de un procedimiento de responsabilidades que puede dar lugar a la imposición de una sanción administrativa. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de dieciséis de agosto de dos mil veintidós, de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso ********** de su índice.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación del presente auto.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE:

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de dieciséis de agosto de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********/2021/3, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando octavo de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a ********** y por oficio a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18, fracción I
 en relación con el 20, fracción X
 ambos del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que autoriza y da fe. Rúbricas.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 407 de los autos del Juicio de Origen.


� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 16-19 del Toca.





� Fojas 42-43 del Toca.





�“Artículo 154. 


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”





“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� “ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� Publicada en la página 20, del Tomo VI (Primera Parte) de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente a los meses de julio a diciembre de mil novecientos noventa. Registro digital: 205845


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.





Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.





En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.





� Personalidad que acreditó en el Toca, con copia certificada del nombramiento expedido a su favor por **********, Oficial Mayor del Estado.


� Novena Época. Registro: 184010. Materia(s): Administrativa. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, Junio de 2003. Página: 284.


� “ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:


[…]


II. El demandado, teniendo este carácter:





a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal; […]”





� “ARTÍCULO 33. Cubrirán la función de notificador los servidores públicos adscritos a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública que sean habilitados para tal efecto, quiénes ejercerán las atribuciones siguientes:


l. Practicar las notificaciones, emplazamientos, citaciones y cualquier tipo de diligencia o trámite, ya sea personal o por instructivo, según corresponda, para hacer .del conocimiento de los interesados los acuerdos y resoluciones emitidos en los asuntos competencia de las unidades administrativas de la Dirección General, y […]”


� Décima Época. Registro: 2018260. Materia(s): Administrativa. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Octubre de 2018. Página: 2485.


� Foja 405 del juicio de origen.





� Fojas 390-404 del Juicio de origen.


� Novena Época, registro digital: 167230, Materia(s): Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, mayo de 2009, página: 273.


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 2, Junio de 2021, bajo el registro digital: 2023228, Instancia: Plenos de Circuito, Undécima Época, Tomo IV, página 4323.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 161765 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 71/2011 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Junio de 2011, página 326 Tipo: Jurisprudencia.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 188503 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 45/2001 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Octubre de 2001, página 427 Tipo: Jurisprudencia.


� Fojas 37 a 38 del expediente 50/2021-3.





� Fojas 352 a 353 del expediente de origen.





� “ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:


[…]


V. Cuando la autoridad demandada plantee el sobreseimiento del juicio por extemporaneidad en la presentación de la demanda. […]”





� F. 365 juicio de origen.


� F. 389 juicio contencioso de origen.


� F. 390-404 juicio de origen.


� F. 1-3 Disco Compacto legajo pruebas, Tomo I.


� F. 4- CD  legajo pruebas, Tomo I.


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Visible en la página 1194 del tomo XII, diciembre de 2000, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 190841.


� Consideraciones que fueron sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver ─en sesión de veintiuno de octubre de dos mil nueve─ la contradicción de tesis 27/2008-PL, de donde emergió la jurisprudencia 188/2009, de rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS EN LOS QUE SE PRODUCE UN IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE IMPOSIBILITA EL EXAMEN DEL PLANTEAMIENTO QUE CONTIENEN." Registro 166031.


� Visible en la página 27, volumen CXXVI, cuarta parte, de la Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital 269435.


� Visible en la página 505, Tomo IX, Mayo de 1999, página 505, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital 193926.


� “ARTICULO 56. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan:


I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión;


II. Formular y ejecutar legalmente, en su caso, los planes, programas y presupuestos correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes y otras normas que determinen el manejo de recursos económicos públicos;


III. Utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su empleo, cargo o comisión, las facultades que le sean atribuidas o la información reservada a que tenga acceso por su función, exclusivamente para los fines a que están afectos;


IV. Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o comisión, conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar su mal uso, sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización indebidas;


[…]


XXIV. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público;


[…]


XXX. Las demás que les impongan otras disposiciones legales y reglamentarias.”





� “ARTÍCULO 50. Las instituciones establecerán la residencia de supervisión con anterioridad a la iniciación de la obra, y serán las responsables directas de la supervisión, vigilancia, control y revisión de los trabajos, incluyendo la aprobación de las estimaciones presentadas por los contratistas, y llevarán en forma conjunta a la contratista la bitácora de obra, misma que deberá permanecer en la obra a disposición de las partes.


Los contratistas con quienes se celebren contratos de obra pública y de servicios relacionados con la misma, deberán cubrir ante el órgano de control de la institución de que se trate, el 5 al millar sobre el importe de cada una de las estimaciones de trabajo, como derecho de los servicios a que se refiere el párrafo anterior.


Las instituciones contratantes retendrán el importe de los derechos mencionados.


Asimismo, el fraccionador enterará a la Secretaría por concepto de derechos de supervisión, una cantidad equivalente al dos por ciento del presupuesto de las obras por ejecutar.”





“ARTICULO 52. Las estimaciones de trabajo ejecutadas se presentarán por el contratista a la institución de que se trate, por períodos quincenales o mensuales, de acuerdo con lo establecido en las bases de licitación, acompañadas de la documentación que acredite la procedencia de su pago.


Las estimaciones por trabajos ejecutados previsto por los artículos 53 y 54 de esta Ley, deberán pagarse por parte de la institución bajo su responsabilidad dentro de un plazo no mayor a veinte días naturales, contados a partir de la fecha en que las hubiere recibido el residente de supervisión de la obra de que se trate.


La contratista y la residencia de supervisión de obra tendrán hasta cinco días naturales para realizar la conciliación de los trabajos estimados. Las diferencias técnicas o numéricas que no puedan ser autorizadas dentro de dicho plazo, se resolverán e incorporarán en la siguiente estimación.


Los contratistas deberán cubrir del importe de las estimaciones que se generen, el punto cinco por ciento, sobre derechos de inspección y vigilancia”





� “ARTÍCULO 84. Las funciones de la residencia serán las siguientes:


I. Supervisión, vigilancia, control y revisión de los trabajos; 


 […]


VI. Vigilar y controlar el desarrollo de los trabajos, en sus aspectos de calidad, costo, tiempo y apego a los programas de ejecución de los trabajos, de acuerdo con los avances, recursos asignados y rendimientos pactados en el contrato. 


[…]


Cuando el proyecto requiera de cambios estructurales, arquitectónicos, funcionales, de proceso, entre otros, deberá recabar por escrito las instrucciones o autorizaciones de los responsables de las áreas correspondientes;


[…]”


“IX. Autorizar las estimaciones, verificando que cuenten con los números generadores que las respalden;”


“XIII. Autorizar y firmar el finiquito de los trabajos;”


“XIV. Verificar la correcta conclusión de los trabajos, debiendo vigilar que el Área requirente reciba oportunamente el inmueble en condiciones de operación, así como los planos correspondientes a la construcción final, los manuales e instructivos de operación y mantenimiento y los certificados de garantía de calidad y funcionamiento de los bienes instalados;


 


� “ARTÍCULO 86. Las funciones de la supervisión serán las que a continuación se señalan:


[…]


III. Vigilar la buena ejecución de la obra y transmitir al contratista en forma adecuada y oportuna las órdenes provenientes de la residencia de obra 


[…]


VIII. Revisar las estimaciones de trabajos ejecutados para efectos de que la residencia de obra las apruebe; conjuntamente con la superintendencia de construcción del contratista deberán firmarlas oportunamente para su trámite de pago;


[…]


X. Analizar detalladamente el programa de ejecución de los trabajos considerando e incorporando, según el caso, los programas de suministros que la dependencia, entidad o ayuntamiento haya entregado al contratista, referentes a materiales, maquinaria, equipos, instrumentos y accesorios de instalación permanente;. […]”





�“ARTÍCULO 137.- En la fecha señalada, la dependencia, entidad o ayuntamiento recibirá físicamente los trabajos y levantará el acta correspondiente, la que contendrá como mínimo lo siguiente:


[…]


VI. Relación de las estimaciones o de gastos aprobados a la fecha, así como las pendientes de autorización; […]”





� “ARTÍCULO 142.- Si del finiquito resulta que existen saldos a favor del contratista, la dependencia, entidad o ayuntamiento deberá liquidarlos dentro del plazo a que alude el segundo párrafo del Artículo 52 de la Ley.


Si del finiquito resulta que existen saldos a favor de la dependencia, entidad o ayuntamiento, el importe de los mismos se deducirá de las cantidades pendientes por cubrir por concepto de trabajos ejecutados y si no fueran suficientes éstos, deberá exigirse su reintegro conforme a lo previsto por el Artículo 55 de la Ley. En caso de no obtenerse el reintegro, la dependencia, entidad o ayuntamiento podrá hacer efectivas las garantías que se encuentren vigentes.”


� “ARTÍCULO 82.- Las dependencias, entidades y los ayuntamientos podrán iniciar la ejecución de los trabajos cuando hayan sido designados el servidor público y el representante del contratista que fungirán como residente y superintendente de la obra, respectivamente.


 


Cuando la supervisión se realice por terceras personas, el residente de obra podrá instalarla con posterioridad al inicio de los trabajos.”


� Publicada en el Tomo XXXII, Julio de 2010, Novena Época, pagina 1997, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro 164295. 


� “Artículo 22  Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





� “Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: 


…


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; …”
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